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RESUMEN: Este trabajo, a partir del andlisis de la Ley 27/2006, de 18 de julio,
por la que se regulan los derechos de acceso a la informacién, de participacién piblica
y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, de su aplicacién y de la

(*) Este trabajo constituye una versién actualizada, ampliada y adaptada de un trabajo
previo que, con el mismo titulo va a publicarse en el Observatorio de Politicas Ambientales
2019, dirigido por el profesor Fernando Lépez Ramén. Ha sido realizado en el marco del
proyecto de investigacién «Constitucién climdtica global: gobernanza y derecho en un contexto
complejo» (referencia DER2016-80011-P), financiado por el Ministerio de Economia y Com-
petitividad, dentro del Programa Estatal de Fomento de la Investigacién Cientifica y Técnica
de Excelencia, Subprograma Estatal de Generacién del Conocimiento, en el marco del Plan
Estatal de Investigacién Cientifica y Técnica y de Innovacién 2013-2016.
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jurisprudencia recaida en la materia, realiza un balance de la regulacién del acceso
a la informacién ambiental en Espafia y de su aplicacién. Se analiza tanto la vertiente
activa del acceso a la informacién ambiental (la obligacién de recogida y difusién de
informacién ambiental por parte de las autoridades piblicas) como su vertiente pasiva (el
derecho de acceso a la informacién ambiental previa solicitud). En particular, se realiza
un balance de la situacién actual, tras casi veinticuatro afios de legislacién especifica
de acceso a la informacién ambiental en Espafia, y se destacan los avances que ha
supuesto esta legislacién y sus virtualidades, pero sin ocultar los problemas de aplicacién
a que todavia se enfrenta, los desafios y los retos pendientes.

Palabras clave: informacién ambiental; derecho de acceso a la informacién ambien-

tal; difusién de la informacién ambiental; transparencia; informacién piblica; medio
ambiente.

ABSTRACT: The present study analyses Law 27/2006, of 18 July, which regulates
the right to access information, public participation and access to justice in environmental
matters, its application and the jurisprudence relating to it. The study reviews the regulation
and application of access to environmental information in Spain and analyses the active
aspects such as the public authorities’ obligation to collect and disseminate environmen-
tal information and passive aspects such as the right to request access to environmental
information. In particular, the study reviews the current situation after almost 24 years
of specific legislation regulating access to environmental information in Spain, and it
points to the advances that this legislation has brought about, whilst also highlighting the
problems and future challenges that still face the application of the law.

Key words: Environmental information; access to environmental information; disse-
mination of environmental information; transparency; public information; environment.

I. INTRODUCCION

El acceso a la informacién ambiental, compuesto por dos partes diferencia-
das —el derecho a buscar y obtener informacién en poder de las autoridades
piblicas y el derecho a recibir informacién relevante por parte de las citadas
autoridades— (1) constituye —junto con la participacién piblica y el acceso a
la justicia en materia de medio ambiente— uno de los tres pilares del Convenio
de la Comisién Econémica para Europa de las Naciones Unidas sobre acceso
a la informacién, la participacién del publico en la toma de decisiones y el
acceso a la justicia en materia de medio ambiente, adoptado en la Conferencia
Ministerial «<Medio Ambiente para Europa», celebrada en Aarhus (Dinamarca)
el 25 de junio de 1998 —mds conocido como Convenio de Aarhus—, y que

(1) Vid. la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de junio de 2008 (Sala de lo
Contencioso-Administrativo, Seccién 5° recurso nim. 905/2007, ponente: Rafael Ferndndez
Valverde), FJ 5°.
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ha supuesto un avance muy importante hacia la instauracién de la democro-
cia ambiental (2). Sin embargo, ya con anterioridad al Convenio de Aarhus,
ratificado por Espafia el 29 de diciembre de 2004 y que entré en vigor el 31
de marzo de 2005 (3), existia tanto en la Unién Europea (desde 1990, con
la Directiva del Consejo, de 7 de junio de 1990, sobre libertad de acceso a
la informacién en materia de medio ambiente) como en Espafia (desde 1995,
con la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, sobre el derecho de acceso a la
informacién en materia de medio ambiente) legislacién especifica de acceso
a la informacién ambiental. Esta temprana normativa pone de manifiesto la
importancia, en materia ambiental, del acceso a la informacién y la necesidad
de garantizarlo, lo que se hace mds evidente si tenemos en cuenta que, hasta
2013, no ha existido en Espafa una ley general de transparencia y acceso
a la informacién piblica.

El acceso a la informacién ambiental tiene una importancia fundamental
para la proteccién del medio ambiente. Sin embargo, «no constituye un fin
en si mismo, sino mds bien un instrumento orientado a la consecucién de una
multiplicidad de objetivos inmediatos (transparencia, control, participacién,
efc.). Y por encima de todo eso, mds ain, orientado a la consecucién del
obijetivo Gltimo y principal: la proteccién del medio ambiente» (4). En efecto,
la informacién ambiental desempefia un papel esencial en la concienciacién
y educacién de la sociedad. En efecto, la informacién ambiental desempefia
un papel esencial en la concienciacién y educacién de la sociedad. Por un
lado, es esencial para una participacién mds activa y consciente de los ciu-
dadanos en los procesos de toma de decisiones pUblicas que inciden sobre el

(2) En el dmbito de América Latina y el Caribe, es de obligada referencia el reciente
Acuerdo Regional sobre el acceso a la informacién, la participacién publica y el acceso a la
justicia en asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, concluido bajo los auspicios de
la Comisién Econdmica para América Latina y el Caribe (CEPAL) y adoptado el 4 de marzo
de 2018 en la ciudad costarricense de Escazd —mds conocido como Acuerdo de Escazi—.
Su objetivo es garantizar la implementacién plena y efectiva en América Latina y el Caribe
de los derechos de acceso a la informacién ambiental, participacién piblica en los procesos
de toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, asi como
la creacién y el fortalecimiento de las capacidades y la cooperacién, contribuyendo a la
proteccién del derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en
un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible. Hasta el momento ha sido firmado por
16 Estados de América Latina y el Caribe (Antigua y Barbuda, Argentina, Bolivia, Brasil,
Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Guyana, Haiti, México, Panamd, Paraguay, Perd, Repiblica
Dominicana, Santa Lucia y Uruguay) y ratificado por uno (Guyana). Sobre este Convenio G.
Mebici Cotomeo (2018: 1-66).

(3) El Convenio de Aarhus ha sido ratificado por Espafia el 29 de diciembre de 2004
(BOE ndm. 40, de 16 de febrero de 2005). Sobre el Convenio de Aarhus, vid. A. Picrau Solé
y S. BorrAs PenTINAT (2008: 21-83).

(4) B. Trias Prats (2012: 395).
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medio ambiente. Sélo cuando los ciudadanos estén bien informados pueden
intervenir con conocimiento de causa en los procesos de toma de decisiones
de cardcter ambiental y participar de forma efectiva. Ademds, constituye una
de las premisas fundamentales para el ejercicio de las acciones de tutela
judicial del medio ambiente. La informacién ambiental también contribuye a
mejorar la transparencia de la actuacién de los poderes pdblicos, superando
su tradicional opacidad, y a reforzar las decisiones adoptadas; y su previo
conocimiento es indispensable para una correcta definicién de los objetivos de
proteccién ambiental y de los mecanismos de tutela. Por otro, la informacién
ambiental también actéa como mecanismo de fiscalizacién sobre la actividad
de los poderes piblicos, ya que sus actuaciones son accesibles al conocimiento
de los ciudadanos y ello supone una importante via de control (5).

Por ofra parte, el acceso a la informacién en materia de medio ambiente
también es indispensable para que los ciudadanos puedan disfrutar del derecho
a un medio ambiente adecuado, reconocido en el articulo 45 de la Constitu-
cién Espafola. Como pone de manifiesto la Exposicién de Motivos de la Ley
27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la
informacién, de participacién publica y de acceso a la justicia en materia de
medio ambiente,

«El pilar de acceso a la informacién medioambiental desempefia un papel
esencial en la concienciacién y educacién ambiental de la sociedad, constituyendo
un instrumento indispensable para poder intervenir con conocimiento de causa en
los asuntos publicos».

El acceso a la informacién ambiental constituye, por tanto, un instrumento
indispensable para hacer efectivos los otros dos pilares del Convenio de Aarhus
(participacién piblica y acceso a la justicia). La participacién ciudadana en
materia ambiental tiene como presupuesto necesario y fundamental la informa-
cién ambiental. Si el ciudadano no dispone de informacién, dificilmente podré
infervenir de forma efectiva en los asuntos piblicos que afectan a este bien
juridico colectivo (6). Ademds, el derecho de acceso a documentos que estén en
posesidn de las administraciones piblicas se considera un medio privilegiado
para lograr la transparencia en la actuacién administrativa.

Asimismo, como ha establecido el Tribunal Supremo en la Sentencia de
3 de octubre de 2006,

«un mayor acceso del piblico a la informacién medioambiental y la difusién
de tal informacién contribuye a una mayor concienciacién en materia de medio

(5) B. Trias Prats (2012: 395).
(6) En este sentido, B. Lozano Cutanpa (dir.), A. Laco Canpera y L. F. Lorez Awarez
(2014: 275) y C. Yarez Diaz (2006: 362).
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ambiente, a un intercambio libre de puntos de vista, a una mas efectiva participa-
cién del piblico en la toma de decisiones medioambientales y, en definitiva, a la
mejora del medio ambiente» (7).

Dada la importancia del derecho de acceso a la informacién en la pro-
teccién ambiental, la normativa vigente en Espaiia, ademds de imponer a las
autoridades publicas obligaciones de difusién de la informacién ambiental,
garantiza el acceso de todos a la informacién que obre en poder de las auto-
ridades pUblicas o en el de ofros sujetos en su nombre, impulsando de este
modo una mayor transparencia.

Actualmente, la regulacién del derecho de acceso a la informacién ambien-
tal en Espaiia se recoge en la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se
regulan los derechos de acceso a la informacién, de participacién piblica 'y de
acceso a la justicia en materia de medio ambiente, y que sustituye a la anterior
Ley 38/1995, de 12 de diciembre, reguladora del derecho de acceso a la
informacién en materia de medio ambiente. Esta Ley coexiste, sin embargo,
con una ley general de transparencia —la Ley 19/2013, de 9 de diciembre,
de transparencia, acceso a la informacién piblica y buen gobierno—, en
principio de aplicacién supletoria en este dmbito, pero con relacién a la cual
se han planteado algunos problemas de articulacién a los que luego nos
referiremos. Tras casi veinticuatro afios de legislacién especifica de acceso a
la informacién ambiental en Espafia y cumplidos 20 afios del Convenio de
Aarhus, resulta oportuno realizar un balance de la aplicacién de esta norma-
tiva. Son muchos los avances producidos en esta materia, pero no pueden
ocultarse algunos problemas que todavia existen. Por ello, realizaremos una
valoracién de la situacién actual —con sus aspectos positivos y sus aspectos
negativos— y plantearemos los principales desafios y retos pendientes que se
plantean en un futuro préximo.

Il. ELMARCO JURIDICO DEL ACCESO A LA INFORMACION AMBIENTAL
EN ESPANA

La Constitucién Espafola de 1978 no reconoce expresamente un derecho
de acceso a la informacién ambiental. Sin embargo, tal derecho deriva de la
inferpretacién conjunta de los articulos 45, 9.2 y 105.b) del texto constitucio-
nal (8). De acuerdo con el articulo 45, todos tienen el derecho a disfrutar de un
medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, pero también tienen

(7) Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de octubre de 2006 (Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo, Seccién 5° recurso nim. 2424/2003, ponente: Segundo Menéndez Pérez), FJ 5°.

(8) Sobre el fundamento constitucional del derecho de acceso a la informacién ambien-
tal, vid. J. JaRIA | MaNzANO (2008: 119-147).
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el deber de conservarlo. Al ciudadano se le exige actuar de forma correcta con
el medio ambiente, pero también puede participar activamente en su proteccién.
Asi, el articulo 9.2 prevé que los poderes piblicos facilitardn la participacion
de todos los ciudadanos en la vida politica, econdmica, cultural y social. Y, con
arreglo al articulo 105.b) de la Constitucién, la Ley regulard el acceso de los
ciudadanos a los archivos y registros administrativos. El acceso a la informacién
ambiental constituye un presupuesto inexcusable para el ejercicio del indicado
derecho constitucional a disfrutar de un medio ambiente adecuado y es uno de
los medios fundamentales para facilitar esta participacién (9).

Partiendo de estas premisas constitucionales, el derecho de acceso a la
informacién ambiental en Espafia cuenta con una regulacién especifica desde el
afo 1995. Esta regulacién trae causa del Derecho de la Unién Europea que ha
actuado en esta materia, como viene siendo habitual en el dmbito de la proteccién
del medio ambiente, como un fundamental motor de renovacién de la legislacién
espafiola. Fue precisamente la necesidad de incorporar al ordenamiento juridico
espafiol la Directiva 90/313/CEE, del Consejo, de 7 de junio de 1990, sobre
libertad de acceso a la informacién en materia de medio ambiente, la que
provocé la aprobacién de la primera ley de acceso a la informacién ambiental
en 1995 (ley 38/1995, de 12 de diciembre, sobre el derecho de acceso a
la informacién en materia de medio ambiente (10)), posteriormente derogada y
sustituida en 2006, de nuevo por la necesidad de incorporar el derecho de la
Unién Europea (en esta ocasién, la Directiva 2003/4/CE), por una nueva Ley,
actualmente vigente (la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los
derechos de acceso a la informacién, de participacién piblica y de acceso a la
justicia en materia de medio ambiente, y que deroga a su predecesora). La Ley
27/2006 incorpora al ordenamiento juridico espafiol las Directivas del Parlo-
mento Europeo y del Consejo 2003/4/CE, de 28 de enero de 2003, sobre el
acceso del publico a la informacién ambiental, y 2003/35/CE, de 26 de mayo
de 2003, por la que se establecen medidas para la participacién del piblico
en determinados planes y programas relacionados con el medio ambiente; y
define un marco juridico que responde a los compromisos asumidos por Espafia
con la ratificacién, en 2004, del Convenio de Aarhus (11).

(?) A. De ta VArRGA Pastor y J. R. Fuentes Gasod (2008: 193).

(10) En su momento, esta Ley configuraba el derecho de acceso a la informacién en
materia de ambiente en términos mds amplios que el derecho de acceso a archivos y regis-
tros administrativos recogido con carécter general en la entonces vigente Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de régimen juridico de las administraciones publicas y del procedimiento
administrativo comdn [arts. 35.h) y 37], actualmente ya derogada.

(11) Sobre la regulacién del derecho de acceso a la informacién ambiental en el
Derecho de la Unién Europea, vid. A. GonzAlez Bonbia (2008: 89-97). Sobre el acceso a

la informacién ambiental tanto en el Convenio de Aarhus como en el Derecho de la Unién
Europea, vid. L. Kramer (2018: 5-11).
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1. La normativa estatal basica: una evolucién progresiva hacia
un derecho de acceso a la informacién ambiental cada vez
mas reforzado

La primera ley aprobada en Espafia en materia de acceso a la informacién
ambiental fue, como hemos sefialado, la Ley 38/1995. A través de ella, se
incorpord, aunque tardiamente, la Directiva 90/313/CEE del Consejo, de 7
de junio de 1990, sobre libertad de acceso a la informacién en materia de
medio ambiente. Dicha transposicién no estuvo exenta de polémica. En primer
lugar, cabe sefialar que Espafia en un primer momento consideraba que no
era necesario para cumplir con el Derecho de la Unién Europea aprobar una
ley especifica en esta materia y argumentaba que eran suficientes, a estos
efectos, las previsiones recogidas en la entonces Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, sobre el derecho de acceso a archivos y registros administrativos
—hoy, Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo comin
de las administraciones publicas—. Sin embargo, ni la Comunidad Europea
ni la propia doctrina administrativista espafiola lo entendieron asi y el Estado
espanol se vio forzado a aprobar la Ley 38/1995 para cubrir las exigencias
europeas. En segundo lugar, la incorporacién de la Directiva 90/313/CEE
al ordenamiento espafiol no se realizé de forma correcta, lo que provocé la
necesidad de modificar en algunos puntos la Ley 38/1995. Estas modifica-
ciones se acometieron a través del articulo 81 de la ley 55/1999, de 29
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, que
modificé diversos preceptos de la Ley 38/1995 con el fin de adecuarla a las
exigencias derivadas de la Directiva europea [entre ofros aspectos, en relacidn
con el sujeto activo del derecho de acceso a la informacién ambiental (12) o
el régimen del silencio administrativo (13)].

La aprobacién en el seno de la Unién Europea de una nueva Directiva
(la 2003/4/CE) y la necesidad de que los Estados miembros adecuasen sus
ordenamientos juridicos a la misma obligé al Estado espafiol a aprobar, en el
afio 2006, una nueva ley en este dmbito. Se trata de la Ley 27/2006, que

(12) En su redaccién originaria, la Ley 38/1995 limitaba en gran medida el sujeto
activo del derecho de acceso a la informacién sobre el medio ambiente. Este derecho dni-
camente se reconocia a «las personas, fisicas o juridicas, nacionales de uno de los Estados
que infegran el Espacio Econémico Europeo o que tengan su domicilio en uno de ellos» y
se hacia «sin obligacién de acreditar un interés determinado y con garantia, en todo caso,
de confidencialidad sobre su identidad». En cuanto a las personas no comprendidas aqui, el
derecho sélo se reconocia «siempre que sean nacionales de Estados que, a su vez, otorguen
a los espafoles derecho a acceder a la informacién ambiental que posean» (art. 1).

(13) Inicialmente, el articulo 4.1 de la Ley 38/1995 establecia un régimen de silencio
administrativo negativo, de manera que, si venciese el plazo maximo establecido para resolver
las solicitudes de informacién sobre el medio ambiente (dos meses) sin que hubiera recaido
resolucién expresa del érgano competente, la solicitud se entenderia desestimada.
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amplia considerablemente la configuracién del derecho de acceso a la infor-
macién ambiental, adoptando el ordenamiento juridico espafiol a las disposi-
ciones contenidas en la Directiva 2003/4/CE y definiendo un marco juridico
que responde a los compromisos asumidos por Espafia con la ratificacién del
Convenio de Aarhus, al desarrollar determinados derechos y obligaciones
reconocidos en este Convenio. Es una ley estatal que, en la mayor parte de
sus preceptos, tiene el cardcter de legislacién bdsica sobre proteccién del
medio ambiente (14), por lo que constituye una ordenacién de minimos que
deberd respetarse en todas las comunidades auténomas, sin perjuicio de que
éstas puedan aprobar legislacién especifica en esta materia y dictar normas
adicionales de proteccién, sobre la base de sus competencias en materia de
proteccién del medio ambiente (15).

La Ley 27/2006 consta de 23 articulos, estructurados en cuatro Titulos,
doce disposiciones adicionales, una disposicién transitoria, una disposicién
derogatoria y ocho disposiciones finales. En el Titulo | (arts. 1 a 4), se con-
tienen una serie de disposiciones generales (objeto de la Ley, definiciones,
derechos en materia de medio ambiente y algunas previsiones en relacién con
la colaboracién interadministrativa). El Titulo Il (arts. 5 a 15) regula el derecho
de acceso a la informacién ambiental. En él, se recogen las obligaciones de
las autoridades piblicas en materia de informacién ambiental y se regula el
derecho de acceso a la informacién ambiental tanto en su vertiente activa
(difusién por las autoridades pdblicas de informacién ambiental) como pasiva
(acceso a la informacién ambiental previa solicitud). El Titulo Il (arts. 16 a

(14) Con arreglo a su disposicién final 3% esta Ley tiene cardcter de legislacién basica
al amparo de lo dispuesto en el articulo 149.1.23 de la CE, con la excepcién de los siguientes
preceptos: el articulo 19 y las disposiciones adicionales 3, 4°, 59, 7%y 87, que Gnicamente son
de aplicacién a la Administracién General del Estado y sus Organismos Piblicos; el articulo
15 y las disposiciones adicionales 1°y 2°, que se dictan al amparo del articulo 149.1.14
de la CE; y las disposiciones de los articulos 20 a 23, que en lo relativo a recursos en via
administrativa se dictan al amparo del articulo 149.1.18 de la CE y en lo relativo a recursos
en via contencioso-administrativa al amparo del articulo 149.1.6 de la CE. Sobre esta cuestién
vid. N. Ouveras 1 JANE y L. RoMAN MarTiN (2008: 149-186).

(15) En relacién con el reparto de competencias entre Estado y comunidades auténo-
mas, deben tenerse en cuenta los articulos 148.1.9 y 149.1.23 de la CE. Con arreglo a estos
preceptos, al Estado corresponde la aprobacién de la legislacién bésica sobre proteccién del
medio ambiente y a las comunidades auténomas la aprobacién de la legislacién de desarro-
llo de la legislacién basica estatal y la facultad de dictar normas adicionales de proteccién,
ademds de las competencias de gestién en materia de medio ambiente. Sobre esta cuestién
existe abundante bibliografia. Vid., por todos, R. Alonso GaArcia, B. Lozano Cutanpa, C. Piaza
MartiN (1999: 99-132), J. L. BERAN AGURRE (1995: 545-564), A. Betancor Robricuez (2014:
567-630), L. Casapo Casapo (2018: especialmente, 75-149), M. FERNANDEZ SALMERON, B. Soro
Mateo (2001: in totum), J. JARIA 1| MaNzaNO (2005: 117-134) y (2007: 217-245), F. Lorez
Menupo (1994: 9-64), S. MuRoz MacHapo (1981: 351-382), L. Pomep SAnchez (1998: 165-
190) y T. QUINTANA LopEz (1987: 533-572).
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19) se dedica al derecho de participacién piblica en asuntos de cardécter
medioambiental. Y, el titulo IV (arts. 20 a 23), al acceso a la justicia y a la
tutela administrativa en asuntos medioambientales.

Conviene destacar que esta Ley contiene la regulacién especifica del
derecho de acceso a la informacién ambiental en su doble faceta de suministro
activo y pasivo de informacién. De este modo, prevé dos formas para garanti-
zar el derecho de acceso a la informacién ambiental: la difusién activa de la
informacién por parte de las autoridades publicas; y la difusién pasiva mediante
el acceso a la informacién ambiental previa solicitud. Tanto una como otra
faceta son indispensables para que los ciudadanos puedan disfrutar del derecho
a un medio ambiente adecuado reconocido en el articulo 45 de la CE (16).

En el dmbito estatal, el entonces Ministerio de Agricultura, Alimentacién y
Medio Ambiente —hoy, Ministerio para la Transicién Ecolégica— ha dictado la
Orden AAA/1601/2012, de 26 de junio, por la que se dictan instrucciones
sobre la aplicacién en este Departamento ministerial de la Ley 27/2006. No se
trata propiamente de una norma juridica, sino de una instruccién en el dmbito
de este Ministerio, en la que se establecen procedimientos y protocolos de
actuacién en relacién con el suministro de informacién ambiental y se ofrecen
criterios interpretativos comunes y homogéneos en relacién con determinados
aspectos de la Ley 27/2006 (por ejemplo, en relacién con el concepto de
informacién ambiental o las excepciones a la obligacién de facilitar la infor-
macién ambiental). De este modo, se pretende mejorar el procedimiento de
tramitacién y resolucién de las solicitudes de informacién que se reciben en
este Departamento ministerial, en sus érganos y en los diferentes organismos
plblicos y entidades que tiene adscritos, y evitar determinadas disfunciones
que pudieran producirse en su aplicacién (17).

2. La normativa autonémica: la existencia de normativa especifica
en algunas comunidades auténomas

Las competencias en materia de proteccién del medio ambiente de que
disponen las comunidades auténomas, de conformidad con la CE y los Estatutos
de Autonomia, posibilita que puedan aprobar normativa especifica en materia
de acceso a la informacién ambiental. Eso si, respetando la legislacién bésica
estatal en esta materia (la Ley 27/2006).

Algunas comunidades auténomas efectivamente han regulado el acceso a
la informacién ambiental en sus leyes generales sobre medio ambiente, aunque
de forma escueta y en términos similares a los establecidos por la legislacién

(16) Ambas facetas se analizan en profundidad mds adelante, en los apartados IV y V.
(17) Asi se pone de manifiesto en su Predmbulo.
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estatal y sin aportar grandes novedades al respecto. Es el caso, por ejemplo,
de la Ley del Pais Vasco 3/1998, de 27 de febrero, de proteccién de medio
ambiente (arts. 16 a 18); de la Ley de la Comunidad Foral de Navarra 4/2005,
de 22 de marzo, de intervencién para la proteccién ambiental (art. 6); de la
Ley de Murcia 4/2009, de 14 de mayo, de proteccién ambiental integrada
(arts. 6y 7); o de la ley 11/2014, de 4 de diciembre, de prevencién y pro-
teccién ambiental de Aragén (art. 9).

Mds recientemente, algunas comunidades auténomas han aprobado nor-
mas especificas para regular el acceso a la informacién ambiental en su
territorio. Es el caso de la Comunidad Valenciana, mediante la aprobacién
del Decreto 97/2010, de 11 de junio, por el que se regula el ejercicio del
derecho de acceso a la informacién ambiental y de participacién pdblica en
materia de medio ambiente; y de la comunidad auténoma de Andalucia, con
la aprobacién del Decreto 347/2011, de 22 de noviembre, por el que se
regula la estructura y funcionamiento de la Red de Informacién Ambiental de
Andalucia y el acceso a la informacién ambiental.

3. La irrupcién de la Ley de transparencia, acceso a la informa-
cion publica y buen gobierno: la compleja articulacién entre
el régimen general de acceso a la informacién publica y el
especifico de acceso a la informacién ambiental

A pesar de esta amplia trayectoria reguladora del derecho de acceso
a la informacién en materia de medio ambiente y de la existencia de ofras
normas sectoriales que contenian obligaciones de difusién y de acceso a la
informacién (por ejemplo, en materia de contratos, subvenciones, presupuestos
o actividades de altos cargos), no es hasta 2013 cuando en Espafia se aprueba
la primera regulacién general del derecho de acceso a la informacién piblica
y de la publicidad de la informacién. Nos referimos a la Ley 19/2013, de
9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informacién pidblica y buen
gobierno, que cubre la laguna legal hasta ese momento existente y supone un
avance significativo, ya que Espafia era uno de los pocos paises europeos que
carecia de una norma de este tipo (18). Se trata de una Ley de gran importan-
cia politica y juridica, dada la necesidad de transparencia de las actuaciones
piblicas (19). Su objeto es ampliar y reforzar la transparencia de la actividad

(18) En general, sobre la Ley 19/2013, vid., entre ofras, las siguientes obras: S. Fer-
NANDEZ Ramos, J. M® PErez MoNcuid (2014: in totum), E. GuicHoT ReINA (2014a: in fotum),
J. RopriGUEZ-ARANA MuROZ, M. A. SENDIN GArcia (2014: in fotum) y J. VALErO TorRUOS, M. Fer-
NANDEZ SAIMERON (2014: in totum).

(19) Sefiala E. GuicHot ReNA (2012: 28), que «es la ley mds importante que puede
aprobarse para lograr una mejor gestién, una mayor participacién y, por ende, un menor
grado de corrupciéns.
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pUblica, que se articula a través de obligaciones de publicidad activa para
todas las administraciones y entidades publicas; regular y garantizar el derecho
de acceso a la informacién relativa a aquella actividad, regulado como un
derecho de amplio dmbito subjetivo y objetivo; y establecer las obligaciones
de buen gobierno que deben cumplir los responsables piblicos asi como las
consecuencias derivadas de su incumplimiento, lo que se convierte en un
exigencia de responsabilidad para todos los que desarrollan actividades de
relevancia publica. Desde la perspectiva que aqui nos interesa, esta Ley regula
en su Titulo | —«Transparencia de la actividad piblica—, el derecho de acceso

a la informacién poblica (capitulo Il —arts. 12 a 24—), asi como su dmbito
subjetivo de aplicacién (capitulo | —arts. 2 a 4—), incluyendo también algunas
previsiones sobre publicidad activa (capitulo Il —arts. 5 a 11—).

La aprobacién de la Ley 19/2013 suscita algunas cuestiones interesantes
en torno al régimen juridico aplicable al acceso a la informacién ambiental,
que, como hemos visto, cuenta con una regulacién especifica anterior. Efecti-
vamente, esta Ley contiene una regulacién general del derecho de acceso a
la informacién pdblica, circunstancia que obliga, necesariamente, a establecer
reglas para la articulacién y coordinacién de esta norma con aquellas otras
que, como la Ley 27/2006, contienen regulaciones especificas del acceso a
la informacién para determinados dmbitos. En el dmbito del acceso a la infor-
macién ambiental, es imprescindible plantear en qué medida resulta aplicable
en este dmbito sectorial la Ley 19/2013 y cudles son las relaciones entre
esta ley y la 27/2006, mdaxime cuando la regulacién que contienen ambas
normas sobre determinados aspectos del régimen juridico del derecho de
acceso a la informacién es diferente (por ejemplo, en cuanto a los limites del
derecho de acceso, el procedimiento, el silencio administrativo o el régimen
de impugnacién) (20).

La Ley de transparencia aborda esta cuestién en la disposicién adicional
1°(21). En su apartado segundo, dispone que «Se regirdn por su normativa
especifica, y por esta Ley con cardcter supletorio, aquellas materias que tengan
previsto un régimen juridico especifico de acceso a la informacién». En con-
secuencia, se contempla la aplicacién preferente de la normativa especifica,
en aquellos dmbitos que cuenten con un régimen juridico especifico de acceso
a la informacién, si bien no se concretan cudles son estas normativas especi-

(20) Sobre la articulacién entre la Ley 27/2006 y la Ley 19/2013, vid. los siguien-
tes trabajos: M. A. Blanes Cument (2014: 115-150), L. Casapo Casapo (2014: 819-846),
J. 1. Cusero Marcos (2017: 131-161), S. FernANDEZ Ramos (2018: 19-68) y E. GuicHot ReiNa
(2016: 125-162).

(21) Vid. el amplio andlisis del contenido de esta disposicién adicional que realizan
L. Casapo Casapo (2014: 822-826) y S. FERNANDEZ Ramos (2018: 47-49).
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ficas (22). En estas materias que tienen un régimen propio, la ley 19/2013
Unicamente se aplica con cardcter supletorio. En su apartado tercero, la dispo-
sicién adicional 1° prevé que esta Ley «serd de aplicacién, en lo no previsto
en sus respectivas normas reguladoras, al acceso a la informacién ambiental
y a la destinada a la reutilizacién».

En nuestra opinién, resulta criticable esta mera configuracién supletoria,
sin mayores cautelas, de la ley 19/2013, ya que puede llevar a excluir o
restringir mucha informacién sobre determinadas materias, en virtud de un
régimen juridico especifico de acceso a la informacién mds restrictivo, dejando
de lado las previsiones de la Ley 19/2013, que podria llegar a convertirse
en una mera norma residual (23). Hubiera sido deseable confirmar esta Ley
como una norma de minimos, para evitar que se vea desplazada por multitud
de normas sectoriales y vaciada de contenido (24). La aplicabilidad directa
de normas sectoriales especificas no deberia servir de pretexto para rebajar
el estdndar de garantia de la transparencia que dispensa la Ley 19/2013,
que deberia concebirse como una norma de minimos, mdxime cuando algunas
de esas normas especificas pueden tener incluso cardcter reglamentario, ya
que la Ley no exige que se trate de normas con rango legal (25). Por ello, en
nuestra opinién, hubiera sido mdés conveniente que la Ley fijase la aplicacién
preferente de otras normativas especificas Gnicamente en caso de que éstas
prevean un régimen mds amplio (26) que el establecido por la Ley de trans-

(22) Sobre las normativas especificas a que podria referirse la disposicién adicional
19 de la Ley 19/2013, vid. E. GuicHoT ReiNa (2014b: 53-54).

(23) El Consejo de Estado, en su Dictamen 707/2012, de 19 de julio de 2012 ya
advertia de «el riesgo de que una cldusula de estas caracteristicas pueda en cierto modo
vaciar de contenido la normativa recogida al respecto en el anteproyecto remitido en consulta»
(apartado V.A).

(24) Como ponen de manifiesto S. FERNANDEZ RAMOS y J. M® PErez MoNGuid (2014: 54),
«de una ley que tiene por objeto garantizar a los ciudadanos un tratamiento comin en sus
relaciones con todas las Administraciones Piblicas (art. 149.1.18 CE) es legitimo reclamar
que, sin perjuicio de normas sectoriales, dicha ley constituya una plataforma de garantias
minimas, que no deben ser menoscabadas por la normativa sectorial».

(25) S. FErRNANDEZ RAMOS y J. M? PErez MoNGUIO (2014: 55) y E. GuicHoT ReiNa (2014b:
54).

(26) Algunas de las Enmiendas presentadas a la disposicién adicional primera durante
la tramitacién parlamentaria iban en este sentido. Asi, la Enmienda ndm. 358, firmada por el
Grupo Parlamentario de Unién Progreso y Democracia, proponia afadir al apartado segundo
de esta disposicién el siguiente inciso «siempre que aquélla resulte més favorable para el dere-
cho de acceso a la informacién»; y la Enmienda ndm. 497, firmada por el Grupo Parlamentario
Socialista, proponia el siguiente redactado: «Se regirdn por su normativa especifica, y por
esta Ley con cardcter supletorio, aquellas materias que tengan previsto un régimen juridico
especifico de acceso a la informacién més amplio» (Boletin Oficial de las Cortes Generales,
Congreso de los Diputados, Serie A, nim. 19-3, de 2 de julio de 2013, pdgs. 192 y 260).
Por su parte, la Enmienda nim. 254, presentada por el Grupo Parlamentario de IU, ICV-EUIA,
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parencia (27). Esta es precisamente la solucién recogida por la ley —en su
art. 5.2— en los casos de existencia de normativa especifica en materia de
publicidad activa (28), que debiera haberse hecho extensiva a la regulacién
sobre el derecho de acceso a la informacién piblica (29). De este modo, 0ni-
camente serian compatibles con la Ley 19/2013 las disposiciones especificas
que contuviesen un régimen de acceso a la informacién mds favorable (30).

En cualquier caso, lo cierto es que, a pesar de las criticas que pueda
plantear tal opcién, de la Ley de transparencia se deriva que, en materia
de acceso a la informacién ambiental, es de aplicacién preferente la Ley
27/2006 y la Ley 19/2013 sélo se aplica de forma supletoria. Sin embargo,
cabe advertir de las dificultades que plantea la determinacién precisa del
alcance de la supletoriedad de la Ley de transparencia, ya que no siempre
resulta sencillo ni pacifico determinar los extremos concretos a que se extiende
tal supletoriedad y puede plantearse si la Ley 19/2013 resulta de aplicacién
supletoria en determinados aspectos del acceso a la informacién ambiental
(sujeto pasivo, limites, tramitacién de solicitudes de informacién, silencio admi-
nistrativos, régimen de impugnacién...).

Segin nuestro parecer, la supletoriedad de la Ley 19/2013 no debe-
ria extenderse a aquellos aspectos del derecho de acceso a la informacién
ambiental que cuentan con un régimen juridico especifico en la Ley 27/2006,
que atiende precisamente a las peculiaridades que debe tener el acceso a la
informacién en este dmbito. Por ello, consideramos que deberia descartarse
que la supletoriedad se aplique al contenido sustantivo de estas normas vy,

CHA: la Izquierda Plural, proponia la supresién del apartado segundo de esta Disposicién
adicional (Boletin Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, Serie A, ndm.
19-3, de 2 de julio de 2013, pdg. 132). Durante la tramitacién del Proyecto de Ley en el
Senado, los Senadores Jests Enrique Iglesias Fernandez, IU (GPMX) y José Manuel Mariscal
Cifuentes, IU (GPMX) presentaron la Enmienda ndm. 49, y el Grupo Parlamentario Entesa pel
Progrés de Catalunya (GPEPC) la nm. 119, que pretendian la supresién del apartado segundo
de la Disposicién adicional primera, justificando tal propuesta en la medida en que dicha
disposicién adicional podria excluir o restringir mucha informacién referida a determinadas
materias, en virtud de su régimen juridico especifico de acceso a la informacién (Boletin Oficial
de las Cortes Generales, Senado, apartado I, nim. 248-1779, de 11 de octubre de 2013).

(27) En cambio, como ponen de manifiesto S. FERNANDEZ RamOs y J. M® PErez MONGUIO
(2014: 54), «la LTBG se limita a ordenar una aplicacién supletoria, quedando la Ley en una
posicién claudicante, que reproduce la defectuosa situacién de la LRIPAC que ha dado lugar
a situaciones paraddjicas».

(28) El articulo 5.2 de la LTBG establece que «Las obligaciones de transparencia conte-
nidas en este capitulo se entienden sin perjuicio de la aplicacién de la normativa autonémica
correspondiente o de otras disposiciones especificas que prevean un régimen més amplio en
materia de publicidad».

(29) S. FernANDEZ RAMOS y J. M? PErez MonGuid (2014: 56).

(30) S. FernANDEZ RAMOS y J. M? PErez MoNGuIO (2014: 56).
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en consecuencia, no deberia ampliarse el abanico de los sujetos o los limites
de acceso, aspectos regulados del modo en que se ha estimado conveniente
para la materia ambiental. Por este motivo, consideramos que, a través de
la aplicacién supletoria de la Ley de transparencia, no pueden ampliarse las
excepciones al derecho de acceso a la informacién ambiental o incorporarse
nuevos tramites en la tramitacién de las solicitudes de acceso a la informacién
ambiental no especificamente previstos en los articulos de la Ley 27/2006
que regulan aspectos procedimentales. Ello supondria alterar una regulacién
especificamente concebida para el acceso a la informacién ambiental. Ademds,
supondria afiadir al acceso a la informacién ambiental restricciones no previstas
en la Ley 27/2006 y ello también podria ser contrario a la Directiva 2003/4/
CE y al Convenio de Aarhus, de los cuales trae causa esta Ley. De todas formas,
como ya hemos defendido anteriormente, hubiera sido conveniente que la Ley
fijase la aplicacién preferente de ofras normativas especificas —en este caso,
la relativa al acceso a la informacién ambiental— Gnicamente en caso de que
éstas prevean un régimen mds favorable de acceso que el establecido por
la Ley 19/2013. Mayores problemas suscita el régimen aplicable al silencio
administrativo y el régimen de garantias y recursos aplicable en materia de
acceso a la informacién ambiental a partir de la Ley de transparencia, cues-
tiones a las que nos referiremos mds adelante.

lll. LOS DERECHOS EN RELACION CON EL ACCESO A LA INFORMA-
CION AMBIENTAL Y LAS OBLIGACIONES DE LAS AUTORIDADES
PUBLICAS

La Ley 27/2006 recoge un catdlogo de derechos en materia de medio
ambiente que incluye los tres pilares de acceso a la informacién, participa-
cién publica y acceso a la justicia y a la tutela administrativa en materia de
medio ambiente. Cada uno de estos tres pilares estd integrado por una serie
de derechos que concretan o definen su alcance en aras de una mayor efec-
tividad de los mismos.

Se reconocen, pues, derechos sobre el acceso a la informacién, sobre la
participacién y sobre el acceso a la justicia «para hacer efectivos el derecho
a un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona y el deber
de conservarlo» (art. 3 de la Ley 27/2006). Se dota asi de efectividad al
derecho a un medio ambiente adecuado reconocido en el articulo 45 de la
Constitucién Espafiola (31). Siguiendo a RAzQuIN LiZARRAGA, cabe sefalar que
estos derechos «tienen tanto una vertiente subjetiva o individual como también
otra objetiva o institucional, pues van mds alld de la utilidad individual. Desde

(31) J. A. RazauiN Lizarraca y A. Ruiz be Apopaca Espinosa (2007: 151).
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la primera perspectiva, se trata de derechos piblicos subjetivos de cardcter
legal que pueden ser ejercidos por los titulares de los mismos frente a las auto-
ridades publicas, a las que se imponen los correlativos deberes de su respeto
e incluso de fomento. Y, desde la segunda vertiente, estos derechos tienen una
clara finalidad de proteccién del medio ambiente, que es un bien colectivo o
interés comin de toda la comunidad, por lo que constituyen piezas clave del
sistema de preservacién y mejora del medio ambiente estando al servicio del
obijetivo de la sostenibilidad» (32).

Los derechos recogidos en el articulo 3 en materia de acceso a la infor-
macién, participacién puiblica y acceso a la justicia en materia de medio
ambiente se someten a determinadas condiciones de ejercicio, por lo que no
estamos ante derechos ilimitados o absolutos. En primer lugar, su ejercicio debe
realizarse «de acuerdo con lo previsto en esta Ley», por lo que debe respetar
las previsiones de la Ley. En segundo lugar, debe ajustarse a lo establecido en
el articulo 7 del Cédigo Civil, lo que implica que deberdn ejercitarse conforme
a las exigencias de la buena fe y sin incurrir en abuso de derecho o ejercicio
antisocial de los mismos.

En relacién con el acceso a la informacién, debe destacarse su reconoci-
miento como derecho en la Ley (33), por lo que estamos ante un derecho legal
y no fundamental (34). Ademds, se trata de un derecho de cardcter material
y no formal, «pues consiste en la obtencién de la informacién solicitada, esto,
en el suministro de la informacién més que en la resolucién de la solicitud.
Su imprescindible efectividad requiere una configuracién prdctica, por lo que
se infegra por un conjunto de garantias o haz de derechos que permitan su
ejercicio real y efectivo» (35). En efecto, este derecho incluye, a su vez, deter-
minados derechos. El articulo 3.1 de la Ley 27/2006 reconoce que todos (36)
podrdn ejercer en sus relaciones con las autoridades poblicas (37) los siguientes
derechos en relacién con el acceso a la informacién: a acceder a la infor-

(32) J. A. RazauiN Lizarraca y A. Ruiz DE Apopaca Espinosa (2007: 152).

(33) El articulo 1.1.a) de la Ley 27/2006 dispone que esta Ley tiene por objeto regu-
lar el derecho «A acceder a la informacién ambiental que obre en poder de las autoridades
piblicas o en el de ofros sujetos que la posean en su nombre».

(34) J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 17).

(35) J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 18).

(36) En cuanto al sujeto activo de estos derechos, nétese que se utiliza la expresién
«todos», al igual que en el articulo 45 de la CE. Bajo esta expresién, cabe incluir la persona
en sentido amplio, sin limitacién alguna, e incluyendo tanto las personas fisicas como las
juridicas. Vid. J. A. RAZQUIN LizarrAGA y A. Ruiz DE Apopaca EspiNosa (2007: 153-154), en cuya
opinién no se incluyen, sin embargo, en el término «todos» las administraciones pablicas y
organismos pUblicos de ellas dependientes, por lo que no serian titulares de derechos en materia
de medio ambiente (p. 156). Sobre esta cuestién, vid. infra el apartado V.1 de este trabaijo.

(37) Sobre el concepto de autoridad publica, vid. infra el apartado V.2 de este trabajo.
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macién ambiental que obre en poder de las autoridades piblicas o en el de
otros sujetos en su nombre, sin que para ellos estén obligados a declarar un
interés determinado, cualquiera que sea su nacionalidad, domicilio o sede; a
ser informados de los derechos que le otorga la presente ley y a ser asesorados
para su correcto ejercicio; a ser asistidos en su bisqueda de informacién; a
recibir la informacién que soliciten en los plazos méximos establecidos en el
articulo 10 (38); a recibir la informacién ambiental solicitada en la forma o
formatos elegidos, en los términos previstos en el articulo 11 (39); a conocer
los motivos por los cuales no se les facilita la informacién, total o parcialmente,
y también aquellos por los cuales no se les facilita dicha informacién en la
forma o formatos solicitados; y a conocer el listado de las tasas y precios que,
en su caso, sean exigibles para la recepcién de la informacién solicitada, asf
como las circunstancias en las que se puede exigir o dispensar el pago (40).

Este haz de derechos recogido en el articulo 3.1 de la Ley incluye los
componentes esenciales del derecho de acceso a la informacién en materia de
medio ambiente, posteriormente desarrollados en el articulado de la Ley. Cabe
destacar que en este listado de derechos no se incluye ninguno relacionado con
la difusién de informacién ambiental, que Gnicamente se configura en la Ley
como una obligacién de las autoridades poblicas. Estamos, en consecuencia,
ante derechos que se incardinan dentro del derecho de acceso a la informacién
ambiental previa solicitud y entre los que la Ley no incluye un derecho a que
se difunda al pdblico informacién ambiental (41).

Este derecho de acceso a la informacién mediante solicitud, como sefala
RAZQUIN LiZARRAGA, «tiene una naturaleza bifronte: de un lado, es un derecho
de los ciudadanos a acceder a la informacién medioambiental poseida por
las autoridades publicas; y, de ofro, constituye un deber de las autoridades
pUblicas de suministrar la informacién medioambiental requerida» (42). Se
trata, ademds, de un verdadero derecho subijetivo, entendido como el recono-

(38) Sobre los plazos méximos en que debe suministrarse la informacién, vid. infra el
apartado V.5 de este trabajo.

(39) Sobre esta cuestion, vid. infra el apartado V.6.

(40) Sobre este tema, vid. infra el apartado V.7.

(41) Sin embargo, B. Lozano Cutanpa (coord.), A. Laco CANDERA y L. F. LorEz Awarez
(2014: 286) considera que tal derecho puede «entenderse incluido en una interpretacién
amplia del de acceso a la informacién que obre en poder de las autoridades publicas en
aquellos supuestos en los que, segin lo expuesto, estas resultan obligadas a que se ponga
a disposicién de los ciudadanos, de oficio y periédicamente, determinada informacién (asi
lo entendié la Sentencia del TS de 4 de abril de 2006, rec. de casacién nom. 311/2003,
ponente don R. Fernandez Valverde, cuya doctrina puede entenderse aplicable a la nueva
regulacién introducida por la Ley 27/2006, que en este punto no ha variado respecto de la
anterior)». Vid. también B. Lozano Cutanpa (2007: 186).

(42) ). A. RazQuUIN LiZARRAGA y A. Ruiz pe Apopaca EspiNOsA (2007: 205).
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cimiento que hace el derecho de un poder a favor de un sujeto concreto que
puede hacerlo valer frente a ofros y gozar también de una tutela judicial de
esta posicién. Este derecho conecta directamente con el acceso a la justicia en
materia de medio ambiente, habida cuenta que para su plena efectividad es
imprescindible disponer de mecanismos de reaccién adecuados ante posibles
vulneraciones por parte de las autoridades piblicas. Ademds, como pone de
relieve RAZQuIN LizaRRAGA, «es un derecho bdsico, minimo y transversal, ya que
se superpone o adiciona a cualquier otro derecho reconocido en la Constitucién
o las leyes (art. 3.4 LIPPJMA) y se irradia a todas las cuestiones ambientales
por lo que debe ser respetado por toda la legislacién ambiental estatal y
autonémica» (43). Y juega de forma independiente y también en conexién con
los procedimientos administrativos, habida cuenta de que se puede ejercitar
antes, durante y después de cualquier procedimiento (44).

Los derechos en relacién con el acceso a la informacién tienen como
contrapartida una serie de obligaciones generales en materia de informacién
ambiental que se imponen a las autoridades pdblicas. El articulo 5 de la Ley
obliga, en primer lugar, a las administraciones piblicas a informar al poblico
de manera adecuada sobre los derechos que les otorga la Ley 27/2006, asi
como sobre las vias para ejercer estos derechos; a facilitar informacién para
su correcto ejercicio, asi como consejo y asesoramiento en la medida que sea
posibles; a elaborar listas de autoridades pdblicas en atencién a la informacién
ambiental que esté en su poder, que deben hacerse publicamente accesibles;
a garantizar que su personal asista al piblico cuando intente acceder a la
informacién ambiental; a fomentar el uso de tecnologias de la informacién y de
la telecomunicaciones para facilitar el acceso a la informacién; y a garantizar
el principio de agilidad en la tramitacién y resolucién de las solicitudes de
informacién ambiental. En segundo lugar, obliga a las autoridades piblicas a
velar para que, en la medida de sus posibilidades, la informacién recogida
por éstas o en su nombre esté actualizada y sea precisa y susceptible de com-
paracién. En tercer lugar, debe llamarse la atencién sobre las exigencias de
cardcter organizativo que se imponen. En este sentido, se impone a las auto-
ridades publicas la adopcién de todas las medidas que sean necesarias para
hacer efectivo el ejercicio del derecho de acceso a la informacién ambiental
y, entre éstas, como minimo alguna de las siguientes: designacién de unidades
responsables de informacién ambiental; creacién y mantenimiento de medios
de consulta de la informacién solicitada; y creacién de registros o listas de la
informacién ambiental que obre en poder de las autoridades publicas o puntos
de informacién, con indicaciones claras sobre dénde se puede encontrar la
informacién.

(43) J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 18).
(44) ). A. RazauiN Lizarraca (2018: 18).
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IV. LA VERTIENTE ACTIVA DEL ACCESO A LA INFORMACION
AMBIENTAL: LA OBLIGACION DE LAS AUTORIDADES PUBLICAS
DE RECOGIDA Y DIFUSION DE INFORMACION AMBIENTAL

En la vertiente activa del acceso a la informacién ambiental, las autori-
dades publicas asumen el papel de sujeto activo, en la medida en que estdn
obligadas a difundir informacién ambiental sin que medie previa solicitud.
Aqui los ciudadanos adoptan un rol pasivo, como meros destinatarios de una
informacién que no han tenido que solicitar.

La difusién por las autoridades publicas de la informacién ambiental se
regula en los articulos 6 a 9 de la Ley 27/2006 (45). En primer lugar, el
articulo 6 recoge una serie de obligaciones especificas en materia de difusién
de informacién ambiental por las autoridades piblicas. Entre ellas, se recogen
las de adoptar las medidas oportunas para asegurar la paulatina difusién de la
informacién ambiental y su puesta a disposicién del pdblico de la manera més
amplia y sistemdtica posible; organizar y actualizar la informacién ambiental
relevante para sus funciones que esté en su poder o en el ofra entidad en su
nombre con vistas a su difusién activa y sistemdtica al piblico, en particular por
medio de las tecnologias de la informacién y las telecomunicaciones siempre
que pueda disponerse de las mismas; y adoptar las medidas necesarias para
garantizar que la informacién ambiental se haga disponible progresivamente
en bases de datos electrénicas de fécil acceso al piblico a través de redes de
telecomunicaciones. También se obliga a la Administracién General del Estado
a mantener actualizado un catdlogo de normas y de resoluciones judiciales
sobre aspectos claves de la ley y a hacerlo piblicamente accesible de la
manera mds amplia y sistemdtica posible.

En segundo lugar, se establece el contenido minimo de la informacién
objeto de difusién (art. 7). La informacién que se difunda serd actualizada,
si procede, e incluird, como minimo (46) los extremos siguientes: los textos
de tratados, convenios y acuerdos internacionales, y los textos legislativos
comunitarios, estatales, autonédmicos o locales sobre el medio ambiente o rela-

(45) Sobre las obligaciones especificas de las autoridades publicas en materia de
difusién de informacién ambiental, vid. A. De 1A VARGA Pastor y J. R. Fuentes Gaso (2008:
187-224, especialmente 210-220).

(46) Debe incidirse en que los contenidos que deben difundirse constituyen un minimo,
por lo que, como muy bien destaca S. FernANDEZ RAmMOs (2018: 42), no se trata de una lista
exhaustiva y puede ser ampliada por las comunidades auténomas. Es mds, en la prdctica,
como sefiala este autor «las Comunidades Auténomas, en general, han ampliado los conte-
nidos de informacién ambiental de obligada difusién, y en algunos casos han procedido a
crear, para una mayor coherencia y eficiencia, una especifica Red de Informacién Ambiental
en la que se infegra toda la informacién accesible, la cual se pone a disposicién del piblico
a través de internet» (p. 42).
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cionados con la materia; las politicas, programas y planes relativos al medio
ambiente, asi como sus evaluaciones ambientales cuando sea procedente; los
informes sobre los avances registrados en cuanto a la aplicacién de la nor-
mativa y politicas, planes y programas en materia ambiental cuando hayan
sido elaborados en formato electrénico o mantenidos en este formato por las
autoridades publicas; los informes sobre el estado del medio ambiente (47);
los datos o los resimenes de los datos derivados del seguimiento de las acti-
vidades que afecten o puedan afectar al medio ambiente; las autorizaciones
con un efecto significativo sobre el medio ambiente y los acuerdos en materia
de medio ambiente o, en su defecto, la referencia al lugar donde se puede
solicitar o encontrar la informacién; los estudios sobre el impacto ambiental
y evaluaciones de riesgo relativos a los elementos del medio ambiente o, en
su defecto, una referencia al lugar donde se puede solicitar o encontrar esta
informacién. La Disposicién adicional octava de la Ley afade otra obligacién
activa en relacién con la difusién de la informacién. Se trata de la elabora-
cién y publicacién de informacién periédica de cardcter estadistico sobre las
solicitudes de informacién ambiental recibidas, asi como informacién sobre
la experiencia adquirida en la aplicacién de la Ley 27/2006, garantizando
en todos los casos la confidencialidad de los solicitantes. También afiade que
para el cumplimiento de este cometido y para el cumplimiento adecuado de
las obligaciones internacionales del Estado, las diferentes administraciones
piblicas deben colaborar e intercambiar la informacién que sea necesaria.

En tercer lugar, se incluyen en el articulo 9 algunas previsiones en casos
de amenaza inminente para la salud humana o el medio ambiente ocasio-
nada por actividades humanas o por causas naturales. En estos casos, las
administraciones publicas deben difundir inmediatamente y sin demora toda
la informacién que esté en poder de las autoridades publicas o en el de otros
sujetos en su nombre, de manera que permita al publico que pueda resultar
afectado adoptar las medidas necesarias para prevenir o limitar los dafios que
puedan derivar de la amenaza. Estas previsiones no serdn aplicables cuando
concurran causas de defensa nacional o seguridad publica.

Por Gltimo, la disposicién adicional 12° de la Ley 27/2006 obliga a las
administraciones pUblica a primer que los operadores econémicos, cuando no
estén legalmente obligados a ello, «informen periédicamente al piblico sobre
aquellas de sus actividades o productos que tengan o puedan tener efectos
significativos sobre el medio ambiente».

(47) El articulo 8 obliga a las administraciones pdblicas a elaborar y publicar, como
minimo cada afio, un informe de coyuntura sobre el estado del medio ambiente y cada cuatro
afios un informe completo. Estos informes deben ser de dmbito nacional y autonémico y, en
su caso, local y deben incluir datos sobre la calidad del medio ambiente y las presiones que
éste sufra, asi como un sumario no técnico que sea comprensible para el pdblico.
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Con relacién a la articulacién de estas previsiones con las recogidas
en la Ley 19/2013, que también incluye obligaciones en materia de publici-
dad activa, debe estarse a lo establecido en el articulo 5.2 de esta Ley, de
conformidad con el cual, las obligaciones de transparencia contenidas en la
ley 19/2013, «se entienden sin perjuicio de la aplicacién de la normativa
autonémica correspondiente o de otras disposiciones especificas que prevean
un régimen mds amplio en materia de publicidad» (48). Algunas obligaciones,
como las referidas a planes y programas, son coincidentes en ambas nor-
mas (49). En cambio, en otros &dmbitos, la Ley 19/2013, tal y como pone de
relieve De LA VARGA Pastor (50) (2015: 44-45), comporta una ampliacién de
las obligaciones de difusién activa en materia de informacién ambiental. Asi
sucede con la obligacién de las administraciones piblicas de publicar ciertas
informaciones de relevancia juridica que la Ley 27/2006 no exige, como
las relativas a directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a
consultas planteadas por los particulares u otros érganos en la medida en que
supongan una interpretacién del derecho o tengan efectos juridicos; los proyec-
tos de reglamentos cuya iniciativa les corresponda; las memorias e informes
que conformen los expedientes de elaboracién de los textos normativos, en
particular la memoria del andlisis de impacto normativo; y los documentos que,
conforme a la legislacién sectorial vigente, deban ser sometidos a un periodo
de informacién puoblica durante su tramitacién. En estos casos, al tratarse de
previsiones no incluidas en la Ley ambiental, si resultarian de aplicacién en
materia ambiental, las obligaciones dimanantes del articulo 7 de la Ley de
transparencia (51).

Finalmente, cabe destacar que la Ley 27/2006 no establece previsién
alguna relacionada con el incumplimiento de las obligaciones de informacién
que se exigen a las autoridades publicas. Sin embargo, de acuerdo con el
articulo 9.3, de la Ley 19/2013, «El incumplimiento reiterado de las obliga-
ciones de publicidad activa reguladas en este capitulo tendré la considera-
cién de infraccién grave a los efectos de aplicacién a sus responsables del
régimen disciplinario previsto en la correspondiente normativa reguladorax.
Por lo que respecta a la informacién ambiental, sélo se someterian al régimen

(48) Sobre la articulacién entre la Ley 27/2006 y la Ley 19/2013 en relacién con
publicidad activa de la informacién, vid. A. De LA VARGA Pastor (2015: 1-52), que analiza la
incidencia de esta ley sobre la primera, con el fin de deferminar si, en definitiva, comporta
una ampliacién, en cuanto a los sujetos obligados a la difusién de informacién en materia
ambiental y en cuanto al contenido de la informacién que estén obligados a difundir de forma
activa, y en qué términos.

(49) Asi lo destaca S. FernANDEZ Ramos (2018: 66).

(50) A. Dk 1A VaRGA PasTor (2015: 44-45).

(51) En este sentido, M. A. Bianes Cument (2014: 147), A. Dt LA VARGA Pastor (2015:
45) y S. FERNANDEZ Ramos (2018: 66-67).
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propio de la ley de transparencia y, por lo tanto, a la supervisién del cum-
plimiento de las obligaciones establecidas por el Consejo de Transparencia y
Buen Gobierno (52) y al régimen sancionador, las obligaciones de publicidad
activa que derivan de la ley 19/2013 —no asi las que lo hacen de la Ley

27/2006— (53).

V. LA VERTIENTE PASIVA DEL ACCESO A LA INFORMACI(:)N
AMBIENTAL: EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACION
AMBIENTAL PREVIA SOLICITUD

El acceso a la informacién ambiental tiene una segunda faceta, de
suministro pasivo de informacién, consistente en que las autoridades publi-
cas den respuesta a las solicitudes de informacién ambiental planteadas por
cualquier persona. Aqui el protagonista es el ciudadano, como solicitante de
la informacién, y es la administracién quien adopta el rol de sujeto pasivo,
como obligada a suministrar la informacién ambiental que le han solici-
tado. Como sefiala Trias PraTs (54), «Seguramente esta vertiente, que hace
del ciudadano el motor de todo el sistema, sea la que mejor representa la
configuracién del derecho como instrumento de control sobre la actividad
de los poderes publicos. Y a la vez, la que mds estrechamente conecta con
otro de los pilares basicos de la proteccién ambiental consagrados por el
Convenio de Aarhus: la participacién del poblico en los procesos de decisién
ambiental. Ambos supuestos comparten la exigencia de un comportamiento
activo del ciudadanos.

En esta vertiente debe situarse el derecho de acceso a la informacién
previa solicitud, cuya regulacién también se encuentra en la Ley 27/2006.
Esta Ley amplia considerablemente la configuracién de este derecho en
relacién con su predecesora y soluciona algunas de las deficiencias que
ésta planteaba, situdndose en la linea iniciada por el Convenio de Aarhus
y la Directiva 2003/4/CE. A su andlisis detallado se dedica el apartado
siguiente.

(52) Lla ley 19/2013 encomienda la tarea de control del cumplimiento de las obliga-
ciones asignadas a la Administracién general del Estado al Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno, entre cuyos fines se encuentra el de «velar por el cumplimiento de las obligaciones
de publicidad» (art. 34).

(53) En este sentido, A. DE LA VARGA PasTor (2015: 47) y S. FernANDEZ Ramos (2018:
66-67).

(54) B. Trias Prats (2012: 417).
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1. Ev sujeto activo: una configuracién muy amplia

El derecho de acceso a la informacién corresponde a «todos», tal y como
se establece en el articulo 3 de la Ley 27/2006 (55). El titular del derecho es
el publico en general, entendiendo que dentro de «pdblico» se incluye «cual-
quier persona fisica o juridica, asi como sus asociaciones, organizaciones y
grupos constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicacién» (56).
Estamos, por tanto, ante un derecho que corresponde a todos —personas
fisicas o juridicas, asociaciones, organizaciones y grupos (57)—, cualquiera
que sea su nacionalidad, domicilio o sede, y sin necesidad de acreditar un
interés determinado.

Es importante, en esta materia, que se reconozca el derecho de acceso
no sélo a las personas fisicas, sino también a las juridicas, dado que en el
campo del medio ambiente la participacién ciudadana se articula, principal-
mente, a través de asociaciones de proteccién y defensa del medio ambiente y
organizaciones no gubernamentales. Una cuestién debatida ha sido si pueden
considerarse incluidas dentro de las personas juridicas y contemplarse como
sujeto activo de tal derecho las personas juridico-pdblicas. En la doctrina
administrativista, muchos autores han considerado que no debian considerarse
incluidas dentro de las personas juridicas las administraciones piblicas como
sujeto activo (58), ya que sus facultades de acceso a la informacién ambiental
en poder de ofras administraciones debian canalizarse a través de las relacio-
nes interadministrativas (59). Sin embargo, la propia Lley —en su disposicién
adicional 19, que regula la tasa por suministro de informacién ambiental para

(55) La regulacién del sujeto activo del derecho de acceso a la informacién en la
Lley 27/2006 mejora sustancialmente la contenida con anterioridad en la Lley 38/1995,
solventado los problemas de inadecuacién con relacién al Derecho de la Unién Europea que
habia suscitado.

(56) Definicién de «pdblico» recogida en el articulo 2.1 de la Ley 27/2006.

(57) Nétese que no se exige que las asociaciones, organizaciones y grupos constituidos
con arreglo a la normativa que les sea de aplicacién tengan como finalidad la proteccién
del medio ambiente, por lo que cabe cualquier tipo de asociacién, organizacién o grupo en
sentido amplio, cualquiera que sea su finalidad. Ademds, como ponen de manifiesto J. A.
RAzZQUIN LizarRAGA y A. M. Ruiz b ApopAcA Espinosa (2007: 118), al referirse a asociaciones,
organizaciones y grupos, la Ley 27/2006 «ofrece un concepto abierto mas allé de la exigencia
de personalidad juridica, que permite incluir en la definicién a los grupos politicos constituidos
tanto en las asambleas legislativas como en las entidades locales.

(58) Es el caso de A. CerriLlo | MARTINEZ (1999: 124), R. MarTiN MaTEO (1994: 195),
J. A. RazQuIN LizarraGA y A. M. Ruiz b Apopaca Espinosa (2007: 156) y M. SANcHEZ MoRON
(1995: 45).

(59) El arficulo 3.1.k) de la Ley 40/2015 recoge entre los principios que deben res-
petar las administraciones pUblicas en su actuacién y en sus relaciones los de cooperacién,
colaboracién y coordinacién.
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la Administracién General del Estado y sus Organismos Piblicos— menciona
expresamente a las administraciones piblicas, a efectos de su exencién sub-
jetiva, en la tasa por suministro de informacién ambiental para la Administra-
cién General del Estado y sus Organismos Piblicos. Y, a nivel jurisprudencial,
algunas sentencias han reconocido el derecho de acceso a la informacién a
las administraciones puiblicas (60).

Con relacién al sujeto activo, también debe destacarse la no obligacién
de declarar un interés determinado, lo cual evita importantes restricciones
al derecho de acceso, que podrd ser ejercido tanto por personas afectadas
como no afectadas por aquella informacién que se solicita, sin necesidad de
acreditar un interés determinado en la informacién que se solicita (61). Resulta
innecesario, en consecuencia, motivar por qué se solicita la informacién. Tam-
poco existe ahora discriminacién alguna y el derecho es independiente de la
nacionalidad, domicilio o sede, por lo que se amplian considerablemente las
posibilidades de ejercicio desde un punto de vista subjetivo y se superan las
limitaciones en este sentido de la legislacién anterior. Tampoco puede depender
el acceso a la informacién del uso que vaya a darse por el peticionario o de
su necesidad (62).

2. El sujeto pasivo: las autoridades publicas

Los sujetos obligados a suministrar la informacién son las autoridades
piblicas. El derecho de acceso se ejercita sobre la informacién ambiental que

(60) Vid. las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Catalufia ndm. 350/2000,
de 19 de abril de 2000 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Seccién 39, recurso nim.
656/1994, ponente: Manuel Taboas Bentanachs), FJ 4°; del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid nim. 1293/2005, de 3 de octubre de 2005 (Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Seccién 6% recurso nim. 1090/2001, ponente: M? Teresa Delgado Velasco); y del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid nim. 1236/2008, de 18 de junio de 2008 (Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, Seccién 6° recurso ném. 296/2005, ponente: Cristina Concepcién
Cadenas Cortina).

(61) A. Garcia Ureta (1994: 141), sefiala que en la medida en que la solicitud de
informacién pueda abarcar cuestiones que no se incluyan necesariamente bajo el concepto de
informacién ambiental, a pesar de la amplitud del mismo, la autoridad publica podria exigir
que se muestre el interés en la informacién solicitada.

(62) En este sentido, es interesante el caso planteado en la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla-la Mancha ndm. 128/2007, de 26 de marzo de 2007 (Sala
de lo Contencioso-Administrativo, Seccién 19, recurso nim. 899/2003, ponente: Juan Maria
Jiménez Jiménez). En esta ocasién, una asociacién ecologista solicité de la Administracién
autonédmica datos relativos a los valores de emisién de determinados contaminantes en una
central térmica. Uno de los motivos que se invocé para denegar esta informacién fue su cardc-
ter irrelevante a los efectos de conocer el estado del aire, argumentando que la informacién
relevante es la que miden los analizadores de inmisién y que fue suministrada. Sin embargo,
el Tribunal rechazé este motivo.
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obre en poder de las autoridades pdblicas o en el de otros sujetos en su nom-
bre. Por tanto, la definicién de «autoridades publicas» constituye un elemento
fundamental (63). En efecto, resulta fundamenta definir qué se entiende por
«autoridades puiblicas», ya que se trata de un concepto no coincidente con el
de administraciones publicas y mucho mds amplio que éste. A los efectos de
la Ley 27/2006, tienen la condicién de autoridad pdblica, en primer lugar,
el Gobierno de la Nacién y los érganos de gobierno de las Comunidades
Auténomas; la Administracién General del Estado, las Administraciones de las
Comunidades Auténomas, las Entidades que integran la Administracién local y
las Entidades de Derecho Piblico que sean dependientes o estén vinculadas al
Estado, a las Comunidades Auténomas o a las Entidades Locales; los érganos
pUblicos consultivos; y las Corporaciones de derecho publico y demds personas
fisicas o juridicas cuando ejerzan, con arreglo a la legislacién vigente, funciones
poblicas, incluidos Notarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de

Bienes Muebles (art. 2.4.1 de la Ley 27/2006).

En segundo lugar, también tienen la condicién de autoridad pdblica (aun-
que sélo a los efectos de lo previsto en los Titulos | —«Disposiciones genera-
les»— y Il de esta Ley —«Derecho de acceso a la informacién ambiental»-),
«las personas fisicas o juridicas cuando asuman responsabilidades puoblicas,
ejerzan funciones publicas o presten servicios piblicos relacionados con el
medio ambiente bajo la autoridad de cualquiera de las entidades, 6rganos o
instituciones previstos en el apartado anterior» (art. 2.4.2) (64). Esta previsién
supone una considerable ampliacién del concepto de autoridad publica, ya
que incluye, mds alld del Gobierno y de las administraciones territoriales,
institucionales, consultivas o corporativas, las personas fisicas o juridicas con
funciones, responsabilidades o servicios relacionados, directa o indirectamente,

(63) Como destaca M. Mora Ruiz (2007: 326), el derecho de acceso a la informacién
ambiental se concibe como un derecho que debe ejercerse frente a las autoridades piblicas
no sélo en relacién con la informacién de contenido ambiental que ella misma genera, sino
también respecto de la que posee, con matices, de terceros. Se trata, por ello, de un derecho
de alcance limitado, aunque en su opinién el Derecho positivo «deberia ofrecer férmulas
a través de las cuales el ciudadano puede ejercitar dicho derecho frente al propio agente
contaminadors.

(64) La Directiva 2003/4/CE también considera, en su articulo 2 —apartados b) y
c)—, como autoridades publicas «las personas fisicas o juridicas que ejercen, en virtud del
Derecho inferno, funciones administrativas piblicas, en particular tareas, actividades o servicios
especificos relacionados con el medio ambiente»; y «cualquier otra persona fisica o juridica
que asuma responsabilidades o funciones publicas o preste servicios piblicos relacionados con
el medio ambiente bajo la autoridad de una entidad o de una persona comprendida dentro
de las categorias mencionadas en las letras a) o b)». Vid. la interpretacién realizada por el
Tribunal de Justicia de la Unién Europea en la Sentencia (Gran Sala), de 19 de diciembre de
2013, Fish Legal, Emily Shirley e Information Commissioner, United Utilities Water plc, Yorkshire
Water Services Ltd, Southern Water Services Ltd (asunto C-279/12).
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con el medio ambiente y bajo el control de aquellos. Como consecuencia de
esta ampliacién del concepto de autoridad piblica se incluyen aquellas perso-
nas fisicas o juridicas que participen de una manera efectiva en el ejercicio de
funciones o servicios pdblicos, aun cuando tengan una forma juridica privada.
Se adopta una perspectiva funcional con el fin de comprender a todas las per-
sonas o entidades que sin ser formalmente administraciones publicas ejercen
funciones de naturaleza administrativa o prestan servicios publicos relacionados
con el medio ambiente bajo su autoridad. En base a ello, cabria entender
como sujeto pasivo del derecho de acceso a la informacién aquellos agentes
colaboradores que sin ejercer un servicio pdblico cumplen funciones piblicas
de gran importancia ambiental (por ejemplo, las entidades colaboradoras
de la administracién, que suponen una nueva forma de organizacién de la
actividad administrativa, situada en la progresiva erosién de la frontera entre
lo piblico y lo privado, para el ejercicio de funciones materialmente piblicas
relacionadas con la intervencién ambiental, siempre bajo el control dltimo
de la administracién); o las entidades privadas o las empresas piblicas con
forma de personificacién privada que gestionen un servicio pdblico relacionado
con el medio ambiente (65). De este modo, se incluyen como sujetos pasivos
organismos privados que desarrollan funciones tradicionalmente desempefiadas
por las administraciones poblicas y se amplia en gran medida el dmbito de los
sujetos obligados a suministrar informacién ambiental, teniendo en cuenta el
fenémeno creciente de huida del derecho administrativo y de externalizacién
del ejercicio de funciones piblicas de proteccién ambiental en entes privados.

En cuanto a las vias para articular el suministro de informacién por parte
de estos entes privados que desarrollan funciones o responsabilidades publicas o
prestan servicios piblicos y que constituyen «autoridad publica», cabe entender
que en las solicitudes de informacién ambiental a autoridades piblicas que sean
un sujeto privado, se seguird el modelo de cumplimiento directo de las obliga-
ciones generales, sin administracién interpuesta, por lo que serdn resueltas por
los propios sujetos privados (66). No obstante, en el caso de la Administracién
General del Estado, se prevé la posibilidad de reserva a ésta de la facultad
de resolver las solicitudes de informacién ambiental que reciban estos sujetos
cuando asuman responsabilidades pdblicas, ejerzan funciones pdblicas o presten
servicios pUblicos relacionados con el medio ambiente bajo su autoridad (67).

En tercer lugar, el concepto de «autoridad pdblica» acaba de delimitarse
a partir de una serie de exclusiones. Concretamente, quedan excluidos de tal

(65) Vid. A. lturen 1 Ouver (2005: 107-108).

(66) En este sentido, J. A. RazauiN LizarraGA y A. M. Ruiz DE Apopaca Espinosa (2007:
224).

(67) Disposicién adicional 4° de la Ley 27/2006.
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concepto «las entidades, érganos o instituciones cuando actéen en el ejercicio
de funciones legislativas (68) o judiciales (69). En todo caso, cuando actien en
el ejercicio de funciones legislativas o judiciales, quedan excluidos del dmbito
de aplicacién de esta Ley las Cortes Generales, las Asambleas Legislativas
de las Comunidades Auténomas, el Tribunal Constitucional, los juzgados y
tribunales que integran el Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas u érganos de
fiscalizacién externa de las Comunidades Auténomas».

Otro elemento destacable es que la obligacién de suministrar la informa-
cién ambiental no deriva del ejercicio de una competencia sustantiva en materia
de medio ambiente, sino del hecho de que la informacién solicitada obre en
poder de la autoridad a la que se ha dirigido la solicitud, o del de otro sujeto
en su nombre. La obligacién de facilitar la informacién recae sobre el Gobierno,
las administraciones territoriales, institucionales, consultivas y corporativas con
independencia de si tienen o no responsabilidades especificas en materia de
medio ambiente. Basta con que se trate de informacién ambiental que obre en
su poder (esto es, que dichas autoridades posean y haya sido recibida o elo-
borada por ellas) o en el de otros sujetos en su nombre (informacién ambiental
que obra fisicamente en poder de una persona juridica o fisica en nombre de
una autoridad publica). Se evita de esta forma que administraciones que no
desarrollan actuaciones estrictamente de cardcter ambiental invoquen su falta
de competencia en esta materia para denegar la informacién. Si se exige, en
cambio, para las personas fisicas o juridicas que asuman responsabilidades
poblicas, ejerzan funciones publicas o presten servicios piblicos que estén
relacionados con el medio ambiente (art. 2.4.2).

Por ofra parte, debe resaltarse la importancia que, en este dmbito, a efec-
tos de delimitar las autoridades publicas, adquiere la obligacién impuesta a las
Administraciones publicas por el articulo 5, apartado c), de la Ley 27/2006, de
«elaborar listas de autoridades publicas en atencién a la informacién ambien-
tal que obre en su poder, las cuales se hardn piblicamente accesibles. A tal
efecto, existiré al menos una lista unificada de autoridades piblicas por cada
Comunidad Auténomas.

(68) Tal y como ha sefialado el Tribunal de Justicia de la Unién Europea, cuando la
norma se refiere al ejercicio de funciones legislativas, esta previsién no puede atafier a los
ministerios cuando elaboran y adoptan disposiciones normativas de rango inferior a la ley. Vid.
la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unién Europea (Sala Segunda), de 18 de julio de
2013, Deutsche Umwelthilfe eV y Bundesrepublik Deutschland (asunto C-515/11), apartado 36.

(69) Si se incluirian, en cambio, cuando dichas entidades, érganos o instituciones
dispongan de informacién sobre el medio ambiente obtenida al margen de su actividad
legislativa y judicial. Vid. al respecto, la Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Sexta), de 9
de septiembre de 1999, Comisién de las Comunidades Europeas contra Republica Federal
de Alemania (asunto C-217/97), apartados 20 a 24.
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3. El objeto: la definicién de informacién ambiental

El derecho de acceso se reconoce en relacién con la informacién ambien-
tal, concepto de gran importancia en orden a determinar el alcance efectivo de
tal derecho. Actualmente, este concepto se configura de forma muy amplia, en
la linea de lo establecido por el Convenio de Aarhus y la Directiva 2003/4/
CE y habiendo contribuido y mucho a esta amplitud la jurisprudencia.

Con arreglo al articulo 2.3 de la Ley 27/2006, la informacién ambiental
comprende toda informacién en forma escrita, visual, sonora, electrénica o
en cualquier ofra forma. La forma es, por tanto, universal (70) y es irrelevante
la forma o formato de la informacién para reflejar el verdadero objeto del
derecho, constituido por la informacién independientemente de su soporte y
no limitado a expedientes o procedimientos (71).

En cuanto a su objeto, la informacién ambiental se caracteriza por su gran
amplitud. La Ley utiliza una férmula muy extensa y comprende los elementos del
medio ambiente (el aire y la atmésfera, el agua, el suelo, la tierra, los paisajes
y espacios naturales, incluidos los humedales y las zonas marinas y costeras, la
diversidad biolégica y sus componentes, incluidos los organismos modificados
genéticamente) y la interaccién entre ellos; los factores (sustancias, energia,
ruido, radiaciones o residuos, incluidos los residuos radiactivos, emisiones, ver-
tidos y ofras liberaciones en el medio ambiente) que afecten o puedan afectar
a estos elementos; las medidas (incluidas las medidas administrativas, como
politicas, normas, planes, programas, acuerdos en materia de medio ambiente)
y actividades con efectos en el medio ambiente o destinadas a su proteccién;
los informes sobre la ejecucién de la legislacién ambiental; los andlisis de la
relacién coste-beneficio y otros andlisis econémicos; y el estado de la salud y
seguridad de las personas, cuando se vean o puedan verse afectados por el
estado de los elementos del medio ambiente o, a través de esos elementos,
por cualquiera de los factores, medidas y actividades con efectos en el medio
ambiente (72). Por lo tanto, puede accederse a toda informacién que guarde
conexién con el medio ambiente.

A pesar de la amplitud con que se configura el objeto del derecho
de acceso a la informacién, a raiz de la definicién que se da ahora del
concepto «informacién ambiental», no tiene cardcter onmicomprensivo o
ilimitado, por lo que contintan plantedndose problemas en orden a deter-
minar si determinadas solicitudes de informacién dirigidas a las autoridades
pUblicas entran o no en el concepto de «informacién ambiental» de la Ley

(70) J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 10).
(71) ). A. RazauiN LizarraGA y A. M. Ruiz D AropAca EspiNosa (2007: 209).
(72) Vid. el articulo 2.3 de la Ley 27/2006.
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27/2006 (73). Ademds, tampoco puede olvidarse que la propia Ley recoge
una serie de excepciones a la obligacién de facilitar la informacién, que
pueden limitar el acceso a determinadas informaciones ambientales y en
cuya interpretacién y aplicacién se juega la efectividad y el alcance real
del derecho de acceso a la informacién en materia de medio ambiente. A
esta cuestién nos referiremos en el epigrafe siguiente (74).

(73) Por ejemplo, se ha planteado si dentro del concepto de informacién ambiental
se incluye o no la informacién de cardcter técnico, econdmico o financiero. A esta cuestién
se refiere el Defensor del Pueblo en varios de sus informes anuales (por ejemplo, en el de
2007 y en el de 2009), entendiendo que «carece de respaldo normativo excluir del concepto
de informacién ambiental la de cardcter técnico, econémico o financiero. Una motivacién en
ese sentido no es apta y convierte en arbitraria la denegacién de la informacién pedida»
(Informe anual a las Cortes Generales 2007, p. 975). Con base en esta argumentacién, el
Defensor del Pueblo concluye que no resulta ajustado a derecho la denegacién de acceso
a informes elaborados para solicitar financiacién europea en relacién con los proyectos de
infraestructuras; a informes relativos a la contratacién administrativa; o a los datos de consumo
de agua por campos de golf, arguyendo que no constituyen informacién ambiental de acuerdo
con la Ley 27/2006. Sin embargo, los tribunales, en ocasiones, han excluido del concepto
de informacién ambiental determinadas informaciones de cardcter técnico, econémico o
financiero. Asi ha sucedido, por ejemplo, con la informacién relativa a un estudio técnico
acerca de los requerimientos técnicos y caracteristicas técnicas necesarias para preparar la
contratacién del equipamiento cientifico necesario para llevar a cabo un proyecto, con rela-
cién a la cual, la Audiencia Nacional, en la Sentencia nim. 452/2016, de 30 de junio de
2016 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Seccién 39, recurso nim. 3152/2014, ponente:
Ana Maria Sangiesa Cabezudo), considera que «Se trata de un estudio preparatorio, como
afirma la Administracién, pero por sus caracteristicas no es un estudio técnico que afecta
de modo directo al «estado» del medio ambiente (aguas, suelo, biodiversidad etc)» (FJ 6°).
En general, sobre el acceso a la informacién sobre aspectos econdmicos, vid. A. M. GArciA
URreta (2014: 213-242).

Asimismo, se ha planteado idéntica discusién, sobre si constituyen o no informacién
ambiental, la informacién relativa a los planes de labores en el émbito de la legislacién de
minas, la informacién sobre la potabilidad del agua, el informe geomorfolégico relacionado
con un deslinde de playa y barranco, un proyecto de distribucién de energia eléctrica en un
espacio de la Red Natura 2000, un informe con informacién sobre ejemplares de especies
piscicolas y sus efectos sobre ofras especies protegidas, informacién sobre los efectos de un
incendio forestal y las medidas de prevencién y correctoras adoptadas, informacién sobre los
expedientes de autorizacién de medicamentos de uso veterinario que contienen diclofenaco
y la informacién aportada en el marco de un procedimiento nacional de autorizacién o de
ampliacién de la autorizacién de un producto fitosanitario con el fin de determinar el conte-
nido méximo de un plaguicida, componente de éste o productos de transformacién que puede
haber en los alimentos o bebidas. En todos estos casos, bien los tribunales, bien el Defensor
del Pueblo, consideraron que se trataba de informacién ambiental. Vid. J. A. RAzQUIN LiZARRAGA
(2018: 11, nota al pie 33). En cambio, otros tipos de informacién solicitada, como la relativa
a los aspectos orgdnicos y contractuales, se ha considerado que quedan fuera del concepto
de informacién ambiental, pese a concurrir alguna conexién ambiental. Vid. J. A. Razauin
LizarrAGA (2018: 11-12, en especial, la nota al pie 34).

(74) Vid. infra, el epigrafe 4 de este mismo apartado.
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Por ofra parte, como advierte RAZQUIN LizARRAGA, el componente genérico
de la informacién ambiental «motiva que, pese a su especificidad, puedan
producirse solapes no sélo con el régimen general (...), sino también con
previsiones sectoriales sobre acceso a la informacién, como es la legislacién
urbanistica con aplicacién conjunta de ambas, si bien la urbanistica pudiera
otorgar mayor cobertura» (75).

Finalmente, no puede olvidarse que el derecho de acceso se circunscribe
a la informacién ambiental «que obre en poder de las autoridades pdblicas o
en el de ofros sujetos en su nombre». Debe tratarse de informacién disponible
por la autoridad piblica correspondiente. Sélo puede accederse, en conse-
cuencia, a la informacién que obra en poder de las autoridades publicas,
esto es, «informacién ambiental que dichas autoridades posean y haya sido
recibida o elaborada por ellas» (76); y a la «informacién ambiental que obra
fisicamente en poder de una persona juridica o fisica en nombre de una

autoridad puiblica» (77).

4. Los limites y las excepciones: una necesaria interpretacion res-
trictiva

La Ley 27/2006 recoge una serie de excepciones a la obligacién de
facilitar la informacién ambiental por parte de las autoridades poblicas, aunque
se infroducen algunas novedades significativas con relacién a la anterior Ley
38/1995, que pretenden acotar mejor el dmbito de estas excepciones, con
el fin de no interferir mds allé de lo imprescindible con el derecho de acceso
a la informacién ambiental.

La regulacién de las excepciones a la obligacién de facilitar la informacién
ambiental supone un avance notable en relacién con la legislacién anterior, ya
que la denegacién no opera automdticamente, sino que la autoridad pdblica
deberd ponderar en cada caso los intereses pUblicos en presencia, y justificar
la negativa a suministrar la informacién solicitada. Se impone, por ello, una
interpretacion restrictiva de los motivos de denegacién, debiendo ponderarse
en cada caso concreto «el interés publico atendido con la divulgacién de una
informacién con el interés atendido con su denegacién» (art. 13.4 de la Ley
27/2006). El acceso a la informacién solicitada deberd concederse si, tras
sopesar los intereses en juego, el interés publico prevalece sobre el interés
protegido por la no revelacién. Esta interpretacién restrictiva de los motivos de

(75) ). A. RazauiN Lizarraca (2018: 12).

(76)  Vid. la definicién de «Informacién que obra en poder de las autoridades publicas»,
recogida en el articulo 2.5 de la Ley 27/2006.

(77)  Vid. la definicién de «Informacién poseida en nombre de las autoridades publicas»,
recogida en el articulo 2.6 de la Ley 27/2006.
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denegacién o excepcién es fundamental en aras a garantizar la efectividad del
derecho de acceso de la informacién y sus objetivos en la préctica, maxime
teniendo en cuenta los excesos y las interpretaciones erréneas en que incurrieron
en muchas ocasiones las administraciones pdblicas, durante la vigencia de la
Ley 38/1995. Por ello, en caso de duda, la interpretacién serd favorable a
la divulgacién de la informacién (78).

Las excepciones tampoco son obligatorias, sino que se recogen en térmi-
nos de posibilidad, de manera potestativa («las autoridades piblicas podrén
denegar», en el art. 13.1 y «las solicitudes de informacién ambiental podran
denegarse», en el art. 13.2). Nada impide tampoco que las comunidades
auténomas, en ejercicio de su competencia para dictar normas adicionales
de proteccién del medio ambiente, puedan reducir su dmbito de aplicacién.

Se trata, ademds, de excepciones tasadas o cerradas, que recogen los
supuestos previstos en la Directiva 2003/4/CE, no siendo posible aplicar
otros limites y, en particular, los mds amplios de la legislacién general (79).
En general, estas excepciones se configuran con mayor precisién y de forma
mds estricta que en la anterior Ley 38/1995 con el objeto de obtener un
equilibrio apropiado entre los intereses en conflicto (el acceso a la informacién
y la proteccién de intereses legitimos con arreglo a determinadas excepcio-
nes). Al ser excepciones tasadas, no resulta posible crear nuevos supuestos de
denegacién por parte de las autoridades publicas (80). Ademds, la negativa
a facilitar la totalidad o parte de la informacién solicitada debe notificarse la
solicitante, indicando los motivos de la denegacién (81) e informando sobre
el procedimiento de recurso previsto (82).

La concurrencia de alguna de las circunstancias establecidas en el articulo
13 tampoco implica necesariamente la denegacién de la totalidad de la infor-
macién solicitada, ya que la Ley 27/2006, en su articulo 14, impone a la
autoridad publica la obligacién de suministro parcial de la informacién solici-

(78) Vid. ). A. RazauiN LizarraGa (2018: 32).

(79) J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 32).

(80) Vid., por ejemplo, las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-la
Mancha nim. 128/2007, de 26 de marzo de 2007 (Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Seccién 19, recurso nim. 899/2003, ponente: Juan Maria Jiménez Jiménez); y del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y Ledn nom. 578/2008, de 16 de abril de 2008 (Sala de lo
Contencioso-Administrativo, Seccién 001, recurso nim. 2541/2004, ponente: Felipe Fresneda
Plaza) y nim. 849/2008, de 6 de mayo de 2008 (Sala de lo Contencioso Administrativo,
Seccién 001, recurso: 1200/2004, ponente: Santos Honorio de Castro Garcia).

(81) Articulo 13.6 de la Ley 27/2006. Como pone de manifiesto, J. A. RAzQuIN Liza-
RRAGA (2018: 33), la motivacién «ha de ser especifica sin que sirvan modelos estereotipados,
expresar las normas que amparan el bien o interés legitimo protegido y reflejar la ponderacién
de los infereses en conflicto llevada a cabos.

(82) Articulo 10.2, dltimo pdrrafo, de la Ley 27/2006.
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tada cuando la informacién exenta de divulgacién pueda disociarse del resto
de informacién no amparada por la excepcién.

Por otra parte, debe tenerse en cuenta que las excepciones a la obligacién
de facilitar la informacién ambiental se podran aplicar no sélo respecto de las
solicitudes que puedan presentarse ante las autoridades pUblicas, sino también
en relacién con las obligaciones de difusién por las autoridades piblicas regu-
ladas en el capitulo Il del Titulo Il de la Ley. Actian, por tanto, en la doble
faceta del derecho de acceso a la informacién ambiental: la de suministro
pasivo y la de suministro activo de informacién.

Las excepciones a la obligacién de facilitar la informacién ambiental se
recogen en dos grupos diferenciados (83). El articulo 13.1 de la Ley 27/2006
recoge un primer bloque de excepciones a la obligacién de facilitar la infor-
macién ambiental, en el que se incluyen motivos ligados a la disponibilidad de
informacién por parte de las autoridades publicas y a la confidencialidad de
sus comunicaciones internas, a los t#érminos de la solicitud, y a cuestiones proce-
dimentales. Todas estas excepciones responden a la necesidad de preservar el
correcto funcionamiento de la autoridad pdblica competente, no imponiéndole
deberes excesivos que no sean necesarios para la efectividad del derecho.

Las causas de denegacién que se recogen en el articulo 13.1 son las
siguientes:

a) Que la informacién solicitada a la autoridad publica no obre en
poder de ésta o en el de otra entidad en su nombre, sin perjuicio de
lo dispuesto en el articulo 10.2.b).

b) Que la solicitud sea manifiestamente irrazonable.

c) Que la solicitud esté formulada de manera excesivamente general,
teniendo en cuenta lo dispuesto en el articulo 10.2.q).

d) Que la solicitud se refiera a material en curso de elaboracién o a docu-
mentos o datos inconclusos. Por esto ltimos se entenderdn aquellos
sobre los que la autoridad piblica esté trabajando activamente. Si la
denegacién se basa en este motivo, la autoridad piblica competente
deberd mencionar en la denegacién la autoridad que estd preparando
el material e informar al solicitante acerca del tiempo previsto para
terminar su elaboracién.

e) Que la solicitud se refiera a comunicaciones internas, teniendo en
cuenta el inferés publico atendido por la revelacion.

(83) Vid. el amplio andlisis de las diferentes excepciones que realizan L. Casapo CAsabo
(2008: 246-272), J. |. Cuero Marcos (2007: 141-168), S. FernANDEZ Ramos (2009), J. A.
RAzZQUIN LizarraGA y A. M. Ruiz be APODACA EspiNOsA (2007: 225-265) y J. A. RAzQUIN LiZARRAGA
(2018: 23-33).
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De todas las excepciones recogidas en el articulo 13.1 queremos destacar
especialmente la prevista en el apartado d), que ha dado lugar a una abundante
jurisprudencia que ha interpretado esta excepcién de forma muy restrictiva. Los
tribunales vienen entendiendo que, aunque un procedimiento esté abierto, debe
darse acceso a aquellos documentos obrantes en el expediente que, siendo
separables, estén conclusos. De este modo, los tribunales consideran que no
resulta admisible denegar el acceso a la informacién contenida en actas de
inspeccién con el argumento de que son documentos o datos inconclusos.
También permiten el acceso a la informacién de planes en tramitacién y de
documentos provisionales.

El segundo bloque de excepciones a la obligacién de facilitar la informa-
cién ambiental se recoge en el articulo 13.2 de la Ley 27/2006. Con arreglo
a este precepto, las solicitudes de informacién ambiental podran denegarse
si la revelacién de la informacién solicitada puede afectar negativamente a
cualquiera de los extremos que se enumeran a continuacién:

a) A la confidencialidad de los procedimientos de las autoridades pdbli-
cas, cuando tal confidencialidad esté prevista en una norma con rango
de Ley.

b) A las relaciones internacionales, a la defensa nacional o a la seguridad
pUblica.

c) A causas o asuntos sujetos a procedimiento judicial o en trdmite ante
los tribunales, al derecho de tutela judicial efectiva o a la capacidad
para realizar una investigacién de indole penal o disciplinaria. Cuando
la causa o asunto estén sujetos a procedimiento judicial o en trdmite
ante los tribunales, deberd, en todo caso, identificarse el érgano judi-
cial ante el que se tramita.

d) A la confidencialidad de datos de carécter comercial e industrial,
cuando dicha confidencialidad esté prevista en una norma con rango
de Ley o en la normativa comunitaria, a fin de proteger intereses
econdémicos legitimos, incluido el interés piblico de mantener la con-
fidencialidad estadistica y el secreto fiscal.

e) A los derechos de propiedad intelectual e industrial. Se exceptoan los
supuestos en los que el titular haya consentido en su divulgacién.

f) Al carécter confidencial de los datos personales, tal y como se regulan
en la Ley Orgdnica 15/1999, de 13 de diciembre, de Proteccién de
Datos de Cardcter Personal, siempre y cuando la persona interesada
a quien conciernan no haya consentido en su tratamiento o revelacién.

g) A los intereses o a la proteccién de un tercero que haya facilitado
voluntariamente la informacién solicitada sin estar obligado a ello
por la legislacién vigente. Se exceptian los supuestos en los que la
persona hubiese consentido su divulgacién.
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h) A la proteccién del medio ambiente al que se refiere la informacién
solicitada. En particular, la que se refiera a la localizacién de las
especies amenazadas o a la de sus lugares de reproduccién.

Las excepciones recogidas en este bloque tienen como finalidad preser-
var ofros bienes o intereses juridicamente protegidos que pudieran resultar
afectados por la divulgacién de la informacién. Su aplicacién exige, ademds
de la concurrencia de una de las causas enumeradas, que la revelacién de la
informacién solicitada pueda afectar negativamente a la misma. No basta, en
consecuencia, con que se dé uno de los motivos establecidos en el articulo 13.2,
sino que, para denegar la informacién solicitada, es imprescindible que haya
una afectacién negativa, esto es, que produzca efectos desfavorables, sobre
alguno de los bienes o intereses que se protegen. Ademds, estos motivos de
denegacién, con arreglo al articulo 13.4 de la Ley 27/2006, también deberdn
interpretarse de manera restrictiva y para su aplicacién deberd ponderarse en
cada concreto el interés publico atendido con la divulgacién de la informacién
con el interés atendido con su denegacién. Por otra parte, las autoridades
pUblicas no pueden ampararse en los motivos previstos en el apartado 2 del
articulo 13, en las letras a), d), f), g) y h), para denegar solicitudes de infor-
macién relativas a emisiones al medio ambiente.

La aplicacién de estas excepciones por parte de las autoridades publicas
ha provocado en Espaiia un buen nimero de sentencias del Tribunal Supremo,
de la Audiencia Nacional y de los Tribunales Superiores de Justicia de las
Comunidades Auténomas —también algunas sentencias del Tribunal de Justicia
de la Unién Europea en relacién con la Directiva 2003/4/CE en la que tiene
su origen la ley espafiola—. De la jurisprudencia recaida hasta el momento se
desprende una interpretacién ampliadora del ejercicio del derecho de acceso a
la informacién ambiental. Los tribunales estdn impulsando decididamente este
derecho con interpretaciones favorables a su ejercicio (84).

5. El procedimiento: una regulaciéon escasa

La Ley 27/2006 no regula de forma pormenorizada el procedimiento
administrativo a seguir para ejercitar el derecho de acceso a la informacién,
sino que remite a «los procedimientos que se establezcan al efecto» (85) y se
limita a establecer una serie de garantias que deberdn respetarse en la trami-
tacién del procedimiento, ya que, con arreglo a su disposicién final 3°, poseen
el carécter de legislacién bdsica en materia de proteccién del medio ambiente.

(84) Vid. un andlisis de la jurisprudencia en la materia en L. Casapbo Casabo (2009:
295-316) y J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 23-33).

(85) Articulo 10.1, pdrrafo primero.
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El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la informacién
ambiental se inicia con la presentacién, por parte del piblico, de la solicitud
de informacién ambiental, en ejercicio del derecho a acceder a la informacién
ambiental que obre en poder de las autoridades pdblicas o en el de otros sujetos
en su nombre. Estamos, por tanto, ante un procedimiento iniciado a instancia de
parte y, en defecto de una regulacién especifica a tal efecto, habrd de estarse
a lo regulado, con cardcter general, en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
procedimiento administrativo comin de las administraciones piblicas.

Las solicitudes de informacién ambiental deberdn dirigirse a la autori-
dad piblica competente para resolverlas, entendiendo como tal «aquella en
cuyo poder obra la informacién solicitada, directamente o a través de otros
sujetos que la posean en su nombre» (86). Ahora bien, cuando la autoridad
piblica a quien se ha dirigido la solicitud no posea la informacién requerida,
deberd remitir la solicitud a la que la posea y dar cuenta de ello al solicitante.
Cuando ello no sea posible, deberd informar directamente al solicitante sobre
la autoridad piblica a la que, segin su conocimiento, ha de dirigirse para
solicitar dicha informacién (87). Esta previsién supone un avance significativo
en aras a facilitar el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la informacién
ambiental, ya que el hecho de dirigir la solicitud ante una autoridad que no
sea competente no conlleva el rechazo sin mdés de la peticién, sino que obliga
a la autoridad piblica, bien a enmendar el error por si misma dirigiendo la
solicitud a la autoridad competente, bien a informar directamente al solicitante
sobre la autoridad a la que deberia dirigirse la peticién.

Tampoco podré la autoridad piblica rechazar directa e inmediatamente la
solicitud de informacién ambiental que esté formulada de manera imprecisa. En
estos casos, pedird al solicitante que la concrete y le asistird para concretar su
peticién de informacién lo antes posible y, a mds tardar, antes de que expire
el plazo méximo de un mes desde la recepcién de la solicitud en el registro de
la autoridad publica competente para resolverla (88). Del mismo modo deberd
proceder la autoridad piblica cuando la solicitud esté formulada de manera
excesivamente general (89).

(86) Articulo 10.1 de la Ley 27/2006. En el dmbito de la Administracién General del
Estado, la Disposicién adicional cuarta establece que ésta «podrd reservarse la facultad de
resolver las solicitudes de informacién ambiental que reciban las autoridades pdblicas a las
que se refiere el articulo 2.4.2 cuando tales personas asuman responsabilidades poblicas,
ejerzan funciones piblicas o presten servicios piblicos relacionados con el medio ambiente
bajo su autoridad».

(87) Articulo 10.2.b) de la Ley 27/2006.

(88) Articulo 10.2.q) de la Ley 27/2006.

(89) Vid. el articulo 13.1.c) en conexién con el articulo 10.2.a) de la Ley 27/2006.
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La determinacién del plazo méximo para resolver las solicitudes de infor-
macién ambiental y para suministrar efectivamente la informacién solicitada
constituye una cuestién de suma importancia en el ejercicio de este derecho.
Entre los derechos de todos en relacién con el acceso a la informacién en mate-
ria de medio ambiente, la Ley 27/2006 recoge el de «recibir la informacién
que soliciten en los plazos maximos establecidos en el articulo 10». Estos plazos
incluidos en la Ley son mucho mds breves que el establecido anteriormente en la
Ley 38/1995 (dos meses), siguiendo las previsiones establecidas en este punto
por el Convenio de Aarhus y la Directiva 2003/4/CE (90). Efectivamente, la
Ley establece que la autoridad piblica competente para resolver facilitard la
informacién ambiental solicitada o comunicard al solicitante los motivos de la
negativa a facilitarla, teniendo en cuenta el calendario especificado por el soli-
citante (?1), lo antes posible (92) y, a mds tardar, en los plazos siguientes (93):

— En el plazo méximo de un mes desde la recepcién de la solicitud en
el registro de la autoridad piblica competente para resolverla, con cardcter
general.

— En el plazo de dos meses desde la recepcién de la solicitud en el
registro de la autoridad pdblica competente para resolverla, si el volumen y
la complejidad de la informacién son tales que resulta imposible cumplir el
plazo antes indicado. En este supuesto deberd informarse al solicitante, en
el plazo médximo de un mes, de toda ampliacién de aquél, asi como de las
razones que lo justifican.

La reduccién de los plazos y el establecimiento con carécter general de
un plazo mdximo de un mes debe valorarse positivamente, ya que, en muchas
ocasiones, obtener la informacién ambiental en un plazo breve de tiempo
es crucial para poder participar posteriormente en periodos de informacién
pUblica o poder realizar alegaciones... De alargarse excesivamente el plazo

(90) Vid. los articulos 4.2 y 4.7 del Convenio de Aarhus; y 3.2 de la Directiva 2003/4/
CE.

(91) Nétese que, al igual que la Directiva 2003/4/CE, la Ley espafiola, al referirse
al plazo, establece que la autoridad publica competente debe tener en cuenta el calendario
especificado por el solicitante, lo cual significa, como pone de relieve I. Lazcano Brotons (2005:
126-127), que «en base a ese aspecto, puede resultar exigible, bien que la ampliacién no
alcance el plazo méximo de dos meses (aunque supere el de un mes), bien que, en ciertas
ocasiones el plazo a exigir pudiera ser razonablemente inferior al de un mes (...), aunque esto
dltimo se estima de dificil control por el particular dada la garantia que para las autoridades
supone la existencia de un plazo méximo, no minimo».

(92) Esta celeridad que se impone en la resolucién de las solicitudes de informacién
ambiental debe ponerse en contacto con la obligacién de las Administraciones publicas de
«Garantizar el principio de agilidad en la tramitacién y resolucién de las solicitudes de infor-
macién ambiental» [art. 5.1.f) de la Ley 27/2006].

(93) Articulo 10.2.¢) de la Ley 27/2006.
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para suministrar la informacién ambiental, la posibilidad de participacién efec-
tiva en procedimientos administrativos de relevancia ambiental o, incluso, en
procedimientos judiciales, podria verse considerablemente reducida.

Por ofra parte, debe destacarse que estos plazos que se fijan se refieren
a la facilitacién de la informacién ambiental solicitada —o, en su caso, a los
motivos de la negativa a facilitarla— y no a la resolucién o notificacién de
la resolucién relativa a la solicitud de informacién, como sucedia en la Ley
38/1995. Lo relevante no es, en consecuencia, resolver el procedimiento, sino
satisfacer efectivamente la solicitud. En la medida en que el plazo establecido
no es un plazo para resolver y notificar la resolucién adoptada, sino un plazo
que determina el periodo dentro del cual debe producirse la actuacién mate-
rial consistente en facilitar la informacién al solicitante, ello debe llevarnos a
plantear el juego del silencio administrativo en estos procedimientos.

La Ley 27/2006 no contiene referencia alguna al silencio administrativo,
por lo que, por aplicacién de la regulacién general de la Ley 39/2015, debe
entenderse que se aplica la regla general del silencio positivo fijada por su
articulo 24.1. Asi lo ha entendido el Tribunal Supremo en la Sentencia de 16
de enero de 2015 (94). De ello se derivan tres consecuencias: la estimacién
por silencio administrativo tendrd a todos los efectos la consideracién de acto
administrativo finalizador del procedimiento; la resolucién expresa posterior a
la produccién del acto sélo podrd dictarse de ser confirmatoria del mismo; y
los actos producidos por silencio se podrén hacer valer ante la administracién
y ante cualquier persona fisica o juridica, publica o privada (95).

Con esta solucién no se mejora la garantia del derecho, porque el solici-
tante sélo verd realizado efectivamente su derecho cuando reciba la documenta-
cién solicitada. No obstante, como destaca Lazcano BroTons, «tal consideracién
juridica si podria producir ciertos efectos en el plano del derecho: por ejemplo la
imposibilidad de una resolucién expresa tardia desestimatoria o la posibilidad
de instar un recurso contencioso-administrativo por inactividad de la Adminis-
tracién» (96). Al peticionario, si entra en juego el silencio administrativo, sélo
le quedaria, con arreglo al articulo 29 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
de la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa, la opcién de reclamar de la
administracién el cumplimiento de la obligacién de suministrar informacién vy,
si en el plazo de tres meses desde la fecha de la reclamacién, la administra-
cién no hubiera dado cumplimiento a lo solicitado o no hubiera llegado a un

(94) Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de enero de 2015 (Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, Seccién 5 recurso nim. 691/2013, ponente: José Juan Suay Rincén).

(95) Articulo 24, apartados 2, 3 y 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del proce-
dimiento administrativo comdn de las administraciones pdblicas.

(96) I. Lazcano Brotons (2005: 127).
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acuerdo con los interesados, deducir recurso contencioso-administrativo frente
a la inactividad de la administracién para que un Tribunal condene a la admi-
nistracién a cumplir con su obligacién de suministrar la informacién (97). Cabe
dudar, sin embargo, de la efectividad de esta via, por la lentitud para obtener
la informacién ambiental, que en muchos casos puede impedir la participacién
efectiva en procedimientos administrativos y judiciales, y su inadecuacién para
dar una respuesta eficaz a las necesidades de defensa del medio ambiente.

Por su parte, la Ley de transparencia, acceso a la informacién piblica y
buen gobierno prevé que transcurrido el plazo para resolver (un mes ampliable
a ofro mds si la complejidad o el volumen de la informacién lo hacen necesario)
sin haberse dictado y notificado la resolucién, se entenderd que la solicitud ha
sido desestimada (art. 20.4). De esta forma, de modo expreso, la Ley atribuye
efectos desestimatorios al silencio administrativo, sin perjuicio de las eventuales
responsabilidades disciplinarias.

Al no estar regulado el silencio administrativo en la Ley 27/2006, parece
que la aplicacién de la disposicién adicional 1° de la Ley 19/2013 deberia
llevar a la aplicacién, en el dmbito del acceso a la informacién ambiental,
del silencio negativo, por aplicacién supletoria de esta Ley. Aunque resulta
prevalente el régimen juridico especifico del acceso a la informacién ambiental,
en la medida en que el silencio administrativo no se regula en esta normativa
especifica, con arreglo a la Disposicién adicional 1° de la Ley 19/2013, seria
de aplicacién esta Ley, con la consiguiente atribucién de efectos desestimatorios
al silencio administrativo en los procedimientos de acceso a la informacién
ambiental. Sin embargo, a pesar de que sea ésta la solucién a que conduce
una aplicacién estrictamente literal de la disposicién adicional 1°, consideramos
que no debe ser ésta la solucién aplicable. En nuestra opinién, debe mante-
nerse el silencio positivo, sin que sea posible aplicar el efecto desestimatorio
del silencio establecido por la Ley de transparencia en los procedimientos de
solicitud de acceso a la informacién ambiental (98). La atribucién de efectos

(97) En este sentido, B. Lozano Cutanpa [pR.), A. Laco CANDERA y L. F. Lopez Awarez
(2014: 294), R. Marrtinez GuTiErrez (2006: 171) y J. A. RAZQUIN LizARRAGA y A. M. Ruiz DE APODACA
EspiNosa (2007: 219). Vid. también J. |. MoriLo-VeLarDE PErez (2006: 478-479).

(98) Idéntica posicién se mantiene por L. Casapo Casapo (2014: 831-838) y S. Fer-
NANDEZ RAMOS y J. M® Pérez MoNGUIO (2014: 56, nota al pie 106). Por su parte, E. GuicrHot
ReINA (2016: 148-149) sostiene que «hay argumentos sélidos para defender, en los casos de
imprevisién legal autonémica del sentido del silencio, la aplicacién supletoria de la LTBG.
Entre ellos, la falta de regulacién del silencio en la LAIA, la llamada expresa de la LTBG a su
aplicacién supletoria a la normativa de acceso a la informacién ambientla, siendo normativa
especifica sobre acceso a la informacién respecto a la LRIAP-PAC y a la vez general dentro
de ese bloque normativo; la dificil distincién en el propio campo de aplicacién de la norma-
tiva sobre acceso (LTBG, LRISP, LAIA) y la pertinencia de un régimen uniforme del silencio; la
inadecuacién del silencio positivo para dar una respuesta adecuada al derecho de acceso de
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desestimatorios al silencio administrativo podria vulnerar lo establecido en la
Directiva 2003/4/CE, que obliga a la autoridad piblica competente, bien a
facilitar la informacién medioambiental tan pronto como sea posible, y a mas
tardar en el mes siguiente a la recepcién de la solicitud o, excepcionalmente, en
el de dos meses; bien a nofificar al solicitante la negativa a facilitar la totalidad
o parte de la informacién pedida en estos mismos plazos, indicando los motivos
de la denegacién e informando sobre el procedimiento de recurso previsto. Por
ello, cabe defender el mantenimiento del régimen del silencio administrativo
positivo en los procedimientos de acceso a la informacién ambiental y la no
aplicacién con cardcter supletorio en este dmbito de la Ley 19/2013, aun
tratdndose de un aspecto no regulado especificamente por la Ley 27/2006.
De todas formas, no se nos oculta la falta de idoneidad del silencio positivo
en este dmbito, en la medida en que no supone una mejora de la garantia
del derecho, como ya hemos destacado (99).

Como se ha puesto de manifiesto, la Ley 27/2006 no regula un procedi-
miento formalizado, sino que Gnicamente fija deferminadas exigencias minimas,
por lo que habrd de estarse a la regulacién especifica que, en su caso, puedan
establecer las comunidades auténomas o a la ordenacién general recogida en
la Ley 39/2015. Conviene, sin embargo, destacar algunos aspectos concretos
de la regulacién incluida en la Ley 27/2006. Por una parte, debe recordarse
que en los plazos fijados la autoridad piblica competente deberd facilitar
la informacién ambiental solicitada o, en su caso, notificar al solicitante la
negativa a facilitar la totalidad o parte de la informacién.

los ciudadanos en el caso de los derechos que requieren una actuacién positiva por parte de
la Administracién para hacerse efectivo y para garantizar los intereses publicos y privados de
alcance constitucional en juego y por el contrario la mayor efectividad que aporta el silencio
negativo, por las razones de fondo y procedimiento el silencio negativo; y, en fin, el propio
falseamiento empirico de la idea de que el silencio negativo es incentivador de los incumpli-
mientos de la obligacién de resolver. Ciertamente, en materia de informacién ambiental, ha
de reconocerse que la desacertada jurisprudencia comunitaria que hemos expuesto parece
constituir un freno para una interpretacién arménica y razonables de nuestro propio bloque
normativo, pero no deberia evitar optar por interpretaciones légicas hasta que sean claramente
descartadas por una nueva senfencia que se pronuncie ya con los nuevos elementos (Directiva
y Leyes nacionales) en presencia».

(99) Al respecto, J. A. RAZQUIN LizarraGA (2018: 21) advierte varias cuestiones que
plantea la aplicacién del silencio positivo en materia de acceso a la informacién ambiental:
el dificil encaje de la figura del silencio con la configuracién material del derecho de acceso,
que exige el suministro de la informacién o la denegacién motivada en plazo; la materializa-
cién del suministro, ya que el objetivo de la solicitud no es la resolucién del procedimiento,
sino la obtencién de la informacién solicitada; y la posicién, en su caso, de terceros que
estén protegidos por algunas de las limitaciones a la divulgacién de la informacién. Sobre
los problemas que plantea el régimen del silencio administrativo positivo en este dmbito, vid.
también S. FERnANDEZ Ramos (2018: 37-39).
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Por otra, en caso de que se deniegue la informacién solicitada, deberdn
respefarse una serie de garantias para asegurar la efectividad del derecho
de acceso. En primer lugar, la necesidad de notificar la denegacién de la
informacién en los plazos mdaximos establecidos por el articulo 10.2.¢), ya
que de no hacerlo entraria en juego el silencio administrativo positivo, con
las correspondientes consecuencias, a las que ya nos hemos referido anterior-
mente. En segundo lugar, la resolucién denegatoria de la informacién debe
estar motivada y amparada en alguna de las excepciones establecidas en
el articulo 13 de la Ley 27/2006. Debe tenerse presente que constituye un
derecho de todos «conocer los motivos por los cuales no se les facilita la
informacién, total o parcialmente, y también aquellos por los cuales no se les
facilita dicha informacién en la forma o formatos solicitados» [art. 3.1.f)]. La
motivacién tiene una importancia fundamental en el momento de interponer
los correspondientes recursos porque permite a los ciudadanos conocer si la
solicitud ha sido denegada sin motivo justificado y facilita el control judicial
de las decisiones administrativas. Por ello, la autoridad pdblica debe acredi-
tar la concurrencia de alguna de las excepciones, justificar la relacién entre
esta causa y la informacién solicitada y ponderar los intereses en conflicto
demostrando el menoscabo del interés protegido. La ausencia de la motivacién
comportaria la anulacién de la resolucién de denegacién. En tercer lugar, la
negativa a facilitar la informacién debe notificarse por escrito o electrénica-
mente, si la solicitud se ha hecho por escrito o si su autor asi lo solicita. La
notificacién también informard sobre el procedimiento de recurso que pueda
interponerse contra la resolucién (art. 10.2, Gltimo pérrafo).

6. La forma o formato de la informaciéon

La Ley 27/2006 regula ampliamente la forma o formato de la informacién
ambiental. Ademds, también incluye entre los derechos relacionados con el
acceso a la informacién, el de «recibir la informacién ambiental solicitada en
la forma o formato elegidos, en los términos previstos en el articulo 11» (100).

Como regla general, el articulo 11 impone la obligacién de las autorida-
des publicas de suministrar la informacién ambiental en la forma o formatos
indicados por el solicitante. Por lo tanto, si el solicitante pide que la informacién
se suministre en una forma determinada, deberd satisfacerse la solicitud. Esta
regla general tiene, no obstante, dos excepciones. En primer lugar, en aque-
llos casos en «Que la informacién ya haya sido difundida, de conformidad
con lo dispuesto en el Capitulo | de este Titulo, en otra forma o formato al
que el solicitante pueda acceder fécilmente». En estos supuestos, la autoridad

(100) Avrticulo 3.1.¢) de la Ley 27/2006.
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pUblica competente informard al solicitante de dénde puede acceder a dicha
informacién o se le remitird en el formato disponible. En segundo lugar, cuando
«la autoridad publica considere razonable poner a disposicién del solicitante
la informacién en otra forma o formato y lo justifique adecuadamente». Se
trata de conjugar los criterios de economia y agilidad en el suministro de la
informacién ambiental sin mermar la efectividad en el ejercicio del derecho
de acceso a esta informacién (101). Para ello, también son necesarias actua-
ciones administrativas previas dirigidas a facilitar la maxima accesibilidad a
la informacién. No debe extrafar, por tanto, que el articulo 11.2 de la Ley
27/2006 imponga a las autoridades publicas el deber de procurar «conser-
var la informacién ambiental que obre en su poder, o en el de ofros sujetos
en su nombre, en formas o formatos de fécil reproduccién y acceso mediante
telecomunicaciones informdticas o por otros medios electrénicoss.

En caso de concurrir alguna de las excepciones sefialadas y de que la
autoridad pdblica resuelva no facilitar la informacién, parcial o totalmente, en
la forma o formato solicitados, se le impone la obligacién de comunicar al
solicitante los motivos de dicha negativa en el plazo méximo de un mes desde
la recepcién de la solicitud en el registro de la autoridad poblica competente
para resolver, haciéndole saber la forma o formatos en que, en su caso, se
podria facilitar la informacién solicitada e indicando los recursos que procedan
contra dicha negativa en los términos previstos en el articulo 20 (102). Asi, la
aplicacién de estas excepciones no sélo requiere la concurrencia de las circuns-
tancias y el cumplimiento de los requisitos sefialados en la Ley, sino también su
debida justificacién —a través de la correspondiente motivacién, con expresién
de la excepcién que se aplica y de las razones en que se funda—, que debe
ser comunicada al solicitante, indicandole, ademds, los recursos procedentes.

7. El coste de la informacién

Al igual que la Directiva 2003/4/CE, la Ley 27/2006 obliga a las auto-
ridades publicas a elaborar, publicar y poner a disposicién de los solicitantes
de informacién ambiental el listado de las tasas y precios publicos y privados
que sean de aplicacién a tales solicitudes, asi como los supuestos en los que
no proceda pago alguno (103); y establece que serd gratuito el acceso a cua-
lesquiera listas o registros publicos creados y mantenidos tal como se indica

(101) El denominador comin de estas previsiones, como advierten J. A. RAZQUIN Liza-
RRAGA y A. M. Ruiz DE Apobaca EspiNosa (2007: 222), «es la agilidad y efectividad en el
ejercicio del derecho».

(102) Articulo 11.3 de la Ley 27/2006.

(103) Articulo 15.1 de la Ley 27/2006.
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en el articulo 5 apartado 1.c), asi como el examen in situ de la informacién

solicitada (104).

Asimismo, crea la tasa por suministro de informacién ambiental para la
Administracién General del Estado y sus Organismos Piblicos. En su Disposicién
adicional 19 se regulan su hecho imponible, el devengo, los sujetos pasivos, la
cuantia, el pago y las exenciones —de cardcter subjetivo y objetivo— (105).
Y faculta a las entidades locales para «establecer tasas por el suministro de
informacién ambiental, que se regirdn por lo dispuesto en el Real Decreto Legis-
lativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y, en lo que se refiere a su hecho
imponible y supuestos de no sujecién y exencién, por lo previsto en la dispo-
sicién adicional primera de esta Ley. Todo ello sin perjuicio de los regimenes
financieros forales de los Territorios Histéricos del Pais Vasco y Navarrax (106).

A diferencia del Convenio de Aarhus y de la Directiva 2003/4/CE y de su
predecesora, la Ley espafiola en ningin momento alude al cardcter razonable del
importe de las contraprestaciones econémicas por el suministro de informacién
ambiental. Sin embargo, es éste un requisito plenamente exigible, toda vez que
constituye una garantia fundamental del ejercicio del derecho de acceso a la infor-
macién ambiental, al impedir que la cobertura de los costes produzca el efecto
de dar lugar a la percepcién, caso por caso, de tasas tan elevadas que lleguen
a bloquear el acceso a la informacién, incumpliendo de este modo directamente
el objetivo de la normativa reguladora del acceso a la informacién en materia
de medio ambiente. Cuestién diferente es cémo debe interpretarse la expresién
«coste razonable». Con arreglo a la Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de
la Unién Europea, sélo puede exigirse una contraprestacién econdmica por el
suministro de informacién y no por la ejecucién de operaciones administrativas
con motivo de una solicitud de informacién, ni en los casos de denegacién,
habida cuenta que en este supuesto la tasa percibida no seria razonable. El coste
debe estar, ademds, justificado y no ser excesivo. Y el importe exigido debe ser
«razonable» y no puede calificarse de razonable una tasa percibida en caso
de denegacién de una solicitud de informacién, dado que, en dicho supuesto,
no se ha producido ningin suministro de informacién (107).

(104) Articulo 15.2 de la Ley 27/2006.

(105) Mediante la Orden PRE/1597/2014, de 5 de septiembre, por la que se esta-
blecen las cuantias y se dictan normas sobre la gestién y el cobro de la tasa por suministro
de informacién ambiental en el dmbito de la Administracién General del Estado y sus Orga-
nismos Publicos.

(106) Vid. la disposicién adicional 2° de la Ley 27/2006.

(107)  Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 9 de septiem-
bre de 1999, Comisién contra Repiblica Federal de Alemania (asunto C-217/97), apartados
57,58y 59 y 48.
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En definitiva, de lo que se trata es de excluir cualquier interpretacién que
pudiera tener un efecto disuasorio en las personas que deseen obtener informa-
cién o que pudiese limitar el derecho de acceso a ésta. Por ello, normalmente,
el precio que cobren las administraciones pdblicas serd el precio del coste de
producir la copia de la informacién que serd facilitada a los ciudadanos. El
requisito del coste razonable resulta aplicable a los precios y tasas que esto-
blezcan las autoridades pdblicas por el suministro de informacién ambiental,
aun cuando no se recoja expresamente en el articulo 15 de la Ley 27/2006
—si, en cambio, en algunas normas autonémicas—. Y ello es asi, por ser éste
un requisito exigido tanto en el Convenio de Aarhus como en la Directiva
2003/4/CE y en la propia jurisprudencia europea (108). Ademés, aun cuando
no se menciona explicitamente, se recoge y se respeta de forma implicita en
la configuracién que hace la Ley de la tasa por suministro de informacién
ambiental para la Administracién General del Estado y sus Organismos Pdbli-
cos. A este requisito si hacen referencia algunas normas autonémicas (109).
Por ofra parte, como advierte RazauiN Lizarraca (2018: 23), «El actual estado
de implantacién de la Administracién electrénica debe conllevar que la regla
sea la gratuidad, ya que la exigencia del pago estd ligada al coste de los
materiales utilizados y del envio».

8. Las garantias: una asignatura todavia pendiente

La efectividad del derecho de acceso a la informacién ambiental exige
la articulacién de un sistema eficaz de garantias. Es ésta una cuestién a la
que prestan especial atencién tanto el Convenio de Aarhus —art. 9— como
la Directiva 2003/4/CE —art. 6—. A ella se refiere la Ley espafola en
el articulo 3.3, reconociendo como derecho en relacién con el acceso a
la justicia y a la tutela administrativa el de «recurrir los actos y omisiones
imputables a las autoridades publicas que contravengan los derechos que
esta Ley reconoce en materia de informacién» —y de participacién poblica—;
y en los articulos 20 y 21, con el objeto de «asegurar y fortalecer, a través
de la garantia que dispensa la tutela judicial y administrativa, la efectividad
de los derechos de informacién y participacién», tal como se indica en la
Exposicién de Motivos.

(108) De todas formas, en la préctica, se han dado casos de exigencias econémicas
abusivas o irrazonables. Asi lo pone de manifiesto J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 23), que se
hace eco de algunos supuestos (vid. especialmente la nota al pie 76).

(109) Por ejemplo, la Ley vasca 3/1998, de 27 de febrero, de proteccién del medio
ambiente, prohibe que el pago del precio piblico por el ejercicio del derecho de acceso a
la informacién exceda de un coste razonable, entendiendo por tal «el coste del soporte fisico
de la informacién» (art. 17.2).
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La Ley 27/2006 reconoce el derecho a recurrir en via administrativa o
contencioso-administrativa cualquier acto u omisién imputable a una autoridad
piblica que suponga una vulneracién de los derechos de acceso a la informa-
cién y participacién publica. Con arreglo a lo establecido en su articulo 20,
cabe destacar, en primer lugar, que la opcién de la Ley espafiola ha sido la
de remitirse al sistema general de recursos administrativos (recurso de alzada
y recurso de reposicién) y judiciales (recurso contencioso-administrativo) regu-
lados, actualmente, en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo comidn de las administraciones pdblicas, y en la Ley 29/1998,
de 29 de julio, de la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa. Se mantiene la
opcién seguida por la Ley 38/1995 (110) y no se ha planteado la opcién
prevista —tanto en el Convenio de Aarhus como en la Directiva 2003/4/CE—
de utilizar como via alternativa al recurso administrativo, previamente al recurso
ante un érgano judicial, un recurso ante un érgano independiente e imparcial
creado por la Ley opcién también defendida por algin sector doctrinal (111).
La creacién de un organismo de este tipo podria ser 0til como garantia efectiva
del derecho de acceso a la informacién. Entre sus funciones deberia ubicarse
la resolucidn de recursos presentados por los ciudadanos ante el rechazo por
parte de la administracién del acceso a las informaciones solicitadas.

En segundo lugar, la legitimacién activa para imponer estos recursos se
atribuye al «piblico» (cualquier persona fisica o juridica, asi como sus asocia-
ciones, organizaciones y grupos constituidos con arreglo a la normativa que
les sea de aplicacién) que considere que un acto o, en su caso, una omisién
imputable a una autoridad piblica ha vulnerado los derechos en materia de
informacién reconocidos por la Ley 27/2006. La jurisprudencia ha entendido
que la amplitud con que la legislacién reconoce el derecho de acceso a la
informacién ambiental también rige en relacién con la interpretacién de las
reglas de legitimacién para recurrir contra denegaciones de acceso a la infor-
macién y proteger este derecho (112).

En tercer lugar, debe ponerse de manifiesto que con estas previsiones, si
bien se cumple formalmente con la exigencia del Convenio de Aarhus —y de
la Directiva 2003/4/CE— de establecer un recurso ante un érgano judicial vy,

(110) Vid. el articulo 4.3 de la Ley 38/1995.

(111) A, Cerrito | MarTINEZ (1999: 154), ha planteado la opcién de crear un organismo
independiente en el dmbito del derecho de acceso a la informacién en materia de medio
ambiente, encargado de solucionar en primera instancia los litigios que puedan darse entre la
Administracién y los ciudadanos en caso de rechazo de la solicitud de informacién ambiental.
Vid. también A. Cerrilo 1 MaRTiINEZ (1998: 184-190). En un sentido similar, A. ITuren 1 Ouver
(2005: 119-120) y M. SAncHEz MorON (1998: 307-308).

(112) En este sentido, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-la
Mancha nim. 128/2007, de 26 de marzo de 2007 (Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Seccién 1°, recurso nim. 899/2003, ponente: Juan Maria Jiménez Jiménez)].
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previamente, un recurso ante una autoridad piblica o un érgano independiente
e imparcial distinto del érgano judicial (113), como pone de manifiesto PERALVER
I CaBre (114), los recursos administrativos no cumplen los requisitos —también
exigidos por el Convenio de Aarhus— de ser efectivos, objetivos y equitati-
vos (115); y el recurso contencioso-administrativo no puede configurarse como
mecanismo general para garantizar el acceso a la informacién ambiental, dado
que resulta ineficaz por la enorme tardanza en obtener sentencia.

Junto al sistema general de recursos administrativos y contencioso-adminis-
trativo que prevé el articulo 20 como garantia de la efectividad del derecho
de acceso a la informacién sobre medio ambiente, el articulo 21 introduce
una novedad importante: una reclamacién especifica para las vulneraciones
cometidas por sujetos privados sometidos por la Ley a los deberes de suminis-
trar informacién medioambiental (116). La introduccién de esta reclamacién
es coherente con la amplitud del concepto de autoridad pdblica utilizado por
la Ley. En la medida en que también entran en tal concepto «las personas fisi-
cas o juridicas cuando asuman responsabilidades publicas, ejerzan funciones
pUblicas o presten servicios piblicos relacionados con el medio ambiente bajo
la autoridad de cualquiera de las entidades, 6rganos o instituciones previstos
en el apartado anterior» (art. 2.4.2 de la Ley 27/2006), debe articularse una
garantia eficaz del ejercicio del derecho de acceso a la informacién ambien-
tal para estos casos en que personas fisicas o juridicas de las previstas en el
articulo 2.4.2 vulneren los derechos que esta Ley reconoce a todos en materia
de acceso a la informacién ambiental. En estos supuestos, la Ley prevé que «el
pUblico que considere que un acto u omisién imputable a cualquiera de las
personas a las que se refiere el articulo 2.4.2 ha vulnerado los derechos que
le reconoce esta Ley podrd interponer directamente una reclamacién ante la
Administracién Piblica bajo cuya autoridad ejerce su actividad». Estamos, por
tanto, no ante un recurso administrativo de los previstos en la Ley 39/2015,
sino ante una reclamacién que se planteard frente a la administracién bajo
cuya autoridad ejerce su actividad la persona fisica o juridica en cuestién que
desarrolla funciones piblicas o presta servicios piblicos relacionados con el
medio ambiente. En estos casos, la administracién competente deberd dictar
y notificar la resolucién correspondiente, la cual agotard la via administrativa

(113) Vid. los articulos 9.1 del Convenio de Aarhus y 6.1 y 2 de la Directiva 2003/4/
CE. En cuanto a la legitimacién activa para la interposicién de recurso, la Directiva la otorga
a los solicitantes de informacién y prevé que «los Estados miembros podrén disponer que los
terceros perjudicados por la revelacién de informacién también tengan acceso a un procedi-
miento de recurso» (art. 6.2).

(114) A. PeNawer | Caré (2008: 364).

(115)  Vid. el articulo 9.4 del Convenio de Aarhus.

(116) Sobre esta reclamacién, vid. A. PeNAwver | Cagré (2008: 364-366).
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y serd directamente ejecutiva, en el plazo que determine la normativa autoné-
mica, o, en el caso de la Administracién del Estado, en el plazo mdaximo de tres
meses (117). Deben destacarse dos notas de la regulacién de esta reclamacién:
en primer lugar, el hecho de que la resolucién de la reclamacién por parte de la
administracién sea inmediatamente ejecutiva. En segundo lugar, la circunstancia
de que la resolucién de esta reclamacién agote la via administrativa, lo cual
va a abrir la posibilidad de interposicién frente a dicha resolucién del recurso
administrativo de reposicién (potestativo) o contencioso-administrativo (118).
Si las personas fisicas o juridicas a que se refiere el articulo 2.4.2 de la Ley
incumplieran la resolucién, la administracién requerird a la persona objeto
de la reclamacién, de oficio o a instancia del solicitante, para que la cumpla
en sus propios términos. Si el requerimiento fuera desatendido, la Ley faculta
a la administracién piblica para acordar la imposicién de multas coercitivas
por el importe que determine la normativa autonémica, o, en el caso de la
Administracién General del Estado, no excederd de 6.000 euros por cada dia
que transcurra sin cumplir (119).

A la vista de lo expuesto, puede constatarse que la Ley 27/2006 se remite
al sistema general de recursos administrativos y judiciales, con la Unica nove-
dad sefialada, de introduccién de un tipo de reclamacién especifica para las
vulneraciones cometidas por sujetos privados sometidos por la Ley a los deberes
de suministrar informacién mediambiental. Sin embargo, la Lley 19/2013 opta
por crear, como mecanismo de tutela del derecho de acceso a la informacién
poblica, una reclamacién especifica —sustitutiva de los recursos administrati-
vos—, frente a un organismo independiente (el Consejo de Transparencia y
Buen Gobierno), con cardcter potestativo y previo a su impugnacién en via
contencioso-administrativa (arts. 23 y 24). Ante esta dualidad de regimenes de
tutela, cabe plantear si la reclamacién especifica regulada en la Ley 19/2013
puede resultar aplicable en materia de acceso a la informacién ambiental, esto
es, si en un supuesto de informacién ambiental, podria el interesado hacer
uso de esta reclamacién ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
Ciertamente, la Ley 19/2013 Gnicamente es de aplicacién, con cardcter suple-
torio, en lo no previsto en la normativa especifica reguladora del acceso a la
informacién ambiental. Ahora bien, el quid de la cuestién estriba en determinar

(117) Véase la Disposicién adicional 109, apartado 1. Aunque la Lley no lo dice
expresamente, debe entenderse que, en defecto de plazo establecido por la normativa auto-
némica, la Administracién tiene un plazo de tres meses para resolver la reclamacién y que
el silencio tendrd efectos desestimatorios, por aplicacién de las reglas generales establecidas
por la Ley 39/2015. En este mismo sentido, J. A. RAZQUIN LizARRAGA y A. M. Ruiz DE APODACA
Espinosa (2007: 374).

(118) J. A. Razauin Lizarraga y A. M. Ruiz be Apopaca Espinosa (2007: 374).

(119) Vid. la Disposicién adicional 10% apartado 2, de la Ley 27/2006.
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si estamos o no ante un aspecto no regulado por la Ley 27/2006, ya que
esta norma, aunque regula los mecanismos de tutela del derecho de acceso
a la informacién ambiental en su articulo 20, se limita a remitir al sistema
general de recursos administrativos y al recurso contencioso-administrativo,
pero no incluye la posibilidad especifica de una reclamacién sustitutiva de los
recursos administrativos ante un organismo independiente, como si hace la Ley
de transparencia. Ante esta falta de previsién especifica, en nuestra opinién,
deberia aplicarse de forma supletoria, como garantia del derecho de acceso
a la informacién ambiental, la reclamacién ante el Consejo de Transparencia

y Buen Gobierno regulada por la Ley 19/2013 (120).

Sin embargo, hasta el momento, este organismo viene negando sistemdti-
camente la aplicacién de esta reclamacién al acceso a la informacién ambien-
tal. Su doctrina pone de manifiesto la inoperatividad de la reclamacién ante
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno como garantia del derecho de
acceso a la informacién ambiental. En ninguna de las solicitudes de informacién
ambiental frente a cuya resolucién o ausencia de respuesta se ha utilizado
esta via de impugnacién los reclamantes han obtenido un pronunciamiento
favorable (121). En unos casos, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno
directamente procede a la inadmisién de la correspondiente reclamacién, en
aplicacién de la disposicién adicional 19 de la Ley 19/2013 —apartados 2°y

(120) A favor de una interpretacién que posibilite la extensién al dmbito de la infor-
macién ambiental de la reclamacién ante el Consejo de Transparencia y Bueno Gobierno se
muestran L. Casapo Casapo (2014: 843) y (2016: 22-42), S. FernANDEZ Ramos (2018: 64) e
I. MartiN Deicabo (2016). Vid. la amplia argumentacién, a favor de esta posicién, realizada
por L. Casapo Casapo (2016: 22-42). En cambio, se manifiestan en contra de esta interpreta-
cion M. A. Bianes Cument (143 y 147-148) y B. Lozano Cutanpa (DR.), A. Laco CANDERA y L.
F. Lorez Awarez (2014: 293). Por su parte, J. A. RAZQUIN LizarraGa (2008: 49) considera que
«para reparar el punto mdas débil de la regulacién especifica del acceso a la informacién
ambiental, es necesario extender a este campo —mediante una reforma legal, en su caso— el
sistema de reclamaciones o recurso especial en materia de acceso a la informacién pdblica
(art. 24 LTAIBG), que, por otra parte, puede mejorarse configurédndolo como un procedimiento
telemdtico y reduciendo el plazo de resolucién a dos meses en consonancia con el principio
de agilidad en el acceso». Y E. GuicHot ReiNna (2016: 156) que «probablemente el sentido
de esta norma, en la mente del legislador, estuvo en extender las garantias de tutela por
una autoridad independiente. Razones evidentes de efectividad, objetividad y equidad de
la garantia, y de economia institucional, puestas de relieve por la doctrina desde la apro-
bacién de la primera ley espafiola de acceso a la informacién ambiental y mantenidas de
transposicién de la primera Directiva y adn con mds fundamento desde la aprobacién de la
LAIA de transposicién de la actual Directiva, pugnan por la extensién del conocimiento de
las reclamaciones frente a decisiones sobre acceso a la informacién, también ambiental a las
autoridades independientes de control que desde 2014 han sido creadas en Espaiia. Médxime
teniendo en cuenta la dificultad, lo artificial en muchos casos, de delimitar lo «ambiental»,
esto es, lo que cae bajo el imperio de la LTBG y de la LAIA».

(121) Vid. el amplio andlisis de las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno que efectia L. Casapo Casapo (2016: 28-33).
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3°— por considerarse incompetente, al tratarse de una solicitud de informacién
regulada por una legislacién especifica —la Ley 27/2006—, que aplica los
recursos administrativos regulados en la Ley 39/2015 y, en su caso, el recurso
contencioso-administrativo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la
Jurisdiccién Contencioso-Administrativa. En otros, aunque entra sobre el fondo
del asunto, siempre desestima la reclamacién, por entender que la normativa
aplicable es la Ley 27/2006 y no la Ley 19/2013.

En nuestra opinién, es posible —y conveniente— otra inferpretacién de la
Ley de transparencia en combinacién con la Ley de acceso a la informacién
ambiental con arreglo a la cual seria posible extender la aplicacién de la
reclamacién ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno al acceso a
la informacién ambiental, en la medida en que resulta mds favorable. En esta
linea, ofros organismos autondmicos de garantia de la transparencia, equi-
valentes al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en el territorio de su
comunidad auténoma, si que han admitido la aplicacién de esta reclamacién
sustitutiva al acceso a la informacién en materia ambiental. Es el caso, por
ejemplo, del Consejo de la Transparencia de la Regién de Murcia (122) y
de la Comisién de Garantia del Derecho de Acceso a la Informacién Piblica
de Catalufia (123), si bien otros organismos autonémicos siguen la linea del

(122) Vid., por ejemplo, la Resolucién del Pleno del Consejo de la Transparencia de
la Regién de Murcia, de 17 de mayo de 2016, relativa a informacién sobre la elaboracién
de los planes de gestién de las dreas de planificacién integrada de la Regién de Murcia.

(123) Vid., por ejemplo, la Resolucién 211/2017, de 27 de junio, de la Comisién de
Garantia del Derecho de Acceso A la Informacién Piblica de Catalufia. En su FJ 1° se afirma
que «aunque la LAIA no prevea expresamente la posibilidad de reclamar ante un érgano
independiente y especializado como la GAIP en caso de denegacién de acceso, érgano que
—al igual que sus homélogos a nivel estatal y de las demds comunidades auténomas— ain
no existia cuando aquella ley se aprobé, parece claro que esta via adicional y voluntaria
de garantia existe también en este dmbito, y que la GAIP posee competencia para atender
las reclamaciones que le quieran hacer llegar a los ciudadanos a los que se haya denegado
acceso a informacién ambiental. La LAIA en ningn momento no excluye esta posibilidad y la
permite cuando, al regular en su articulo 20 los recursos que se pueden interponer contra las
denegaciones de acceso a informacién ambiental, remite a los recursos administrativos previstos
de forma general a la normativa de procedimiento administrativo comin «y demds normativa
aplicable». Entre esta otra normativa aplicable se incluird la normativa de transparencia, que
prevé expresamente su aplicacién supletoria en materia de acceso a informacién ambiental,
como se ha visto, y que califica a la reclamacién ante los nuevos érganos de garantia que
contempla (como la GAIP, en Cataluiia) como sustitutiva de los recursos administrativos de
acuerdo con el articulo 112.2 LPAC (articulo 23.1 LTAIPBGE). La posibilidad de contar con
una via adicional, voluntaria, rdpida y gratuita de reclamacién, ante un érgano especializado
e independiente como la GAIP, que no excluye el recurso contencioso administrativo posterior,
parece ademds plenamente coherente con la finalidad dltima de la LAIA y de las directivas
de la Unién Europea que esta transpone: proporcionar las maximas garantias al derecho de
acceso a la informacién ambiental como instrumento de proteccién del medio ambiente. No
tendria sentido que el acceso a una informacién como la ambiental, que ha contado tradi-
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Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (124). Asimismo, el Defensor del
Pueblo, en una recomendacién relativa a la queja 16015570, de 2 de enero
de 2018, ha considerado que, aunque la Ley 27/2006 ofrece como mecanismo
de tutela del derecho de acceso a la informacién ambiental el sistema general
o comun de recursos administrativos y contencioso-administrativo, éstos ni son
especificos ni cumplen la garantia prevista en el Convenio de Aarhus y en la
Directiva 2003/4/CE de creacién de un recurso previo a la via judicial ante
un érgano imparcial e independiente, que ofrezca una via efectiva, objetiva
y equitativa especifica. Por ello, considera que

«El CTBG conformaria esta garantia de érgano especializado para conocer
de los recursos frente a las denegaciones de acceso a la informacién; por lo que,
al no ofrecer la Ley 27/2006 ning0n recurso ante un érgano independiente, debe
ser el propio CTBG el encargado de conocer de las denegaciones del derecho
de acceso a la informacién en materia ambiental, por aplicacién supletoria de la
Lley 19/2013».

En la misma linea se pronuncia el Defensor del Pueblo, en su Informe
anual correspondiente a 2017 (125):

«Esta institucién considera que el régimen establecido en la Ley 27/2006,
de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la informacién, de
participacién publica y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, es
mds avanzado y generoso que el de la Ley de transparencia, pero no es completo
aunque sea especifico, por lo que corresponde la aplicacién en todo lo no previsto
de las normas de transparencia e informacién poblica. En concreto, la Ley 27,/2006,
de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la informacién, de
participacién piblica y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, no
ofrece una via de reclamacién especifica ante un érgano independiente, lo que si
hace la normativa de transparencia a través de la via de reclamacién ante el Con-
sejo de Transparencia y Buen Gobierno que, sin embargo, se declara incompetente
para resolver asuntos de falta de informacién medioambiental».

Sin embargo, a pesar de este posicionamiento del Defensor del Pueblo,
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno continta negando sistemdti-
camente la aplicacién de la reclamacién ante este organismo al acceso a la
informacién ambiental. Buena muestra de ello es la Resoluciéon R/0178/2018
(100-000613), de 15 de junio de 2018, en la que este entiende que, a pesar

cionalmente con un régimen de acceso especialmente reforzado, no disfrute del mecanismo
bdsico de garantia ante la GAIP que la LTAIPBG y la LTAIPBGE reconocen en caso de que se
quiera acceder a cualquier ofro tipo de informacién poblica».
(124) Es el caso del Consejo de Transparencia y Proteccién de Datos de Andalucia.
Vid., por ejemplo, las Resoluciones 51/2016, de 5 de julio, y 65/2016, de 27 de julio.
(125)  Informe anual 2017, p. 833.
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de la existencia de tal recomendacién, no debe variarse su doctrina anterior.
En su opinién, «el valor juridico de esta Recomendacién debe circunscribirse,
como su propio nombre indica, a una recomendacién o sugerencia, para una
posible modificacién legislativa de las funciones que corresponden al Consejo
de Transparencia y Buen Gobierno». En cuanto al fondo de lo sefialado por
el Defensor del Pueblo, considera que

«(...) la Ley 27/2006, de 18 de julio, que incorpora la Directiva 2003/4/CE
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, relativa al acceso
del piblico a la informacién medioambiental y por la que se deroga la Directiva
90/313/CEE del Consejo, no ha tenido ningin procedimiento de infraccién por
parte de la Comisién Europea después de casi doce afios de funcionamiento, por
lo que la transposicién de la misma al derecho interno, al menos hasta ahora, se
considera correcta. Se considera que la Directiva 2003/4 del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 28 de enero de 2003, no exige la «creacién de un recurso
previo a la via judicial ante un érgano imparcial e independiente» como se afirma
en la Recomendacién del Defensor del Pueblo, sino que sélo posibilita que se opte
bien por esa via o bien por establecer la reconsideracién por la autoridad piblica
correspondiente (recursos administrativos)».

En cualquier caso, seria deseable que, para poner fin a las dudas suscita-
das y a la disparidad de criterios existente, el legislador estableciese, de forma
expresa, la aplicacién al acceso a la informacién ambiental de la reclamacién
ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (126).

En cualquier caso, lo cierto es que la tutela administrativa y judicial cons-
tituye, sin duda alguna, uno de los puntos débiles de la actual legislacién de
acceso a la informacién ambiental (127). No debe extrafiar, por tanto, que,
ante la falta de mecanismos &giles y eficaces, se haya acudido a otros remedios
para proteger el ejercicio del derecho de acceso a la informacién ambiental,
como las quejas ante el Defensor del Pueblo o equivalentes autonémicos, «cuyo
papel en este campo es destacable, si bien en muchos casos infructuoso al no
ser sus resoluciones vinculantes» (128).

VI. LUCES Y SOMBRAS DEL RE_GIMEN DE ACCESO A LA INFORMA-
CION AMBIENTAL EN ESPANA: LOGROS, PROBLEMAS, DESAFIOS
Y RETOS PENDIENTES

El andlisis precedente de la regulacién del acceso a la informacién en
la normativa vigente pone de relieve el avance y la mejora considerable que

(126) En idéntico sentido, J. A. RAZQUIN LizarraGA (2018: 49).
(127) J. A. Razauin Lizarraca (2018: 34).
(128) J. A. RazauiN Lizarraca (2008: 34).
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supone la Ley 27/2006 en relacién con su predecesora y el impulso que, tanto
la ratificacién del Convenio de Aarhus como las Directivas aprobadas en el
seno de la Unién Europea e incorporadas al ordenamiento juridico espafiol,
han supuesto para la transparencia en el dmbito de la proteccién del medio
ambiente.

Sin duda, se han producido avances considerables en esta materia. El
derecho de acceso a la informacién ambiental cuenta, desde 1995 —afio en
que se aprobd la primera ley en esta materia, la Ley 38/1995—, con una
normativa especifica que, progresivamente, ha ido ampliando los contornos
de este derecho, recogido actualmente en términos muy amplios, mucho mas
amplios que en la primigenia Ley 38/1995, en buena medida como conse-
cuencia de la incorporacién de la Directiva 2003/4/CE vy la ratificacién del
Convenio de Aarhus. Son muchas las mejoras que se han introducido y que
evidencian esta primera conclusién: en primer lugar, se reconocen una serie
de derechos en relacién con el acceso a la informacién; en segundo lugar, se
amplia significativamente el sujeto activo de tal derecho, el nimero de sujetos
obligados a suministrar informacién ambiental y el propio concepto de infor-
macién ambiental; en tercer lugar, se mejora sustancialmente la regulacién de
las excepciones a la obligacién de facilitar informacién, introduciéndose mayor
precisién e imponiéndose una interpretacién restrictiva de las mismas, asi como
una ponderacién en cada caso concreto del interés publico atendido con la
divulgacién de una informacién con el interés atendido con su denegacién.
En cuarto lugar, se infroducen mas facilidades en el acceso a la informacién
ambiental (reduccién de los plazos para suministrar la informacién, obligacién
de asistir al solicitante para concretar su peticién de informacién en caso de
que la solicitud esté formulada de manera imprecisa...). Todo ello sin olvidar
el peso que se otorga a la difusién por las autoridades piblicas de la infor-
macién ambiental, que es muy importante, como evidencian los articulos 6 a
9 de la Ley 27/2006.

Por ofra parte, no puede ocultarse que en los casi veinticuatro afios de
aplicacién de la legislacién de acceso a la informacién ambiental en Espafia
las mejoras en este dmbito han sido significativas, por lo que, necesariamente,
el balance debe ser positivo (129). La existencia de una regulacién avanzada

(129) En idéntico sentido, J. A. RAZQUIN LizarrAGA (2018: 42), en cuya opinién el Con-
venio de Aarhus «ha dado en sus veinte afios frutos importantes en el desarrollo y avance del
acceso a la informacién ambiental, cuya implantacién presenta un balance general positivo»
y la ley 27/2006 «constituye una regulacién avanzada del primer pilar y su aplicacién ha
propiciado, con el auxilio de la jurisprudencia, la expansién y efectividad del acceso a la
informacién ambiental tanto en la dimensién activa (amplia difusién de publicidad activa a
través de medios telemdticos) como pasiva (elevado nimero de solicitudes de informacién
presentadas y resueltas)».
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en la materia y la interpretacién de la misma que han venido haciendo los
tribunales del orden jurisdiccional contencioso-administrativo, asi como las
actuaciones del Defensor del Pueblo —y equivalentes autonédmicos— han pro-
piciado una mejora sustancial del acceso a la informacién ambiental, tanto en
su vertiente activa, como pasiva. Asimismo, la aprobacién de la Ley 19/2013,
con la incorporacién de una regulacién comin del derecho de acceso a la
informacién puoblica, también ha impuesto, como advierte RAZQUIN' LizARRAGA,
«una profundizacién o renovada configuracién mas avanzada del primer pilar
de informacién ambiental a partir del nuevo paradigma general —que es suelo,
y no techo—, proyectando la especial sensibilidad y la dimensién colectiva y
fiduciaria del medio ambiente» (130).

A pesar de los logros y progresos alcanzados, la regulacién de este
derecho continta presentando algunos problemas importantes que dificultan
su aplicacién efectiva, de modo que «lLos claros avances no pueden ocultar la
pervivencia de vestigios del obsoleto criterio de opacidad que todavia arrojan
sombras o barreras para la plena normalizacién del principio general de trans-
parencia y acceso a la informacién ambiental» (131). Asi se evidencia si se
tienen en cuenta los pronunciamientos jurisprudenciales que han ido recayendo
en aplicacién de las Leyes 38/1995 y 27/2006 y los informes anuales del
Defensor del Pueblo e instituciones equivalentes en el dmbito autonémico, en
los que se dedica un apartado a la aplicacién de la legislacién de acceso a
la informacién ambiental.

Desde esta perspectiva, cabe destacar, en primer lugar, que ain resulta
conflictiva la interpretacién del concepto de informacién ambiental por parte
de las autoridades publicas, problema del cual se hace eco el Defensor del
Pueblo en varios de sus informes y al que ya nos hemos referido (132); asi
como la aplicacién de las excepciones establecidas en el articulo 13 de la
Lley 27/2006, que continGa siendo un tema especialmente conflictivo, espe-
cialmente en relacién con el juego de determinadas excepciones, interpretadas
de forma inadecuada.

Es fundamental realizar una interpretacién correcta, en términos amplios,
del concepto de informacién ambiental y una interpretacién restrictiva de las
causas que posibilitan su denegacién en aras de una mayor eficacia del dere-
cho de acceso a la informacién sobre medio ambiente. Asi lo impone la propia
Ley 27/2006. Debe evitarse, por tanto, el abuso en la aplicacién de estas
excepciones para denegar masivamente peticiones de informacién ambien-
tal. En esta linea camina también la jurisprudencia contencioso-administrativa

(130) J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 42).
(131) J. A. Razauin Lizarraca (2018: 42).
(132) Vid. supra el apartado V.3 de este trabajo.
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recaida hasta el momento, que tiende a una interpretacién ampliadora del
ejercicio del derecho de acceso a la informacién ambiental, impulsando deci-
didamente este derecho con interpretaciones favorables a su ejercicio (133).
Sin embargo, no pueden obviarse las dificultades interpretativas que suscita la
aplicacién de determinadas excepciones, llenas de conceptos juridicos indeter-
minados, que pueden llevar a diferentes interpretaciones y a una aplicacién
divergente de la Ley por parte de las diversas autoridades pdblicas. Especial-
mente conflictivas, desde esta perspectiva, se han manifestado las excepciones
relativas a los documentos en curso de elaboracién, que debe aplicarse en
sus justos términos legales (134); a las comunicaciones internas, que debiera
reorientarse para impedir que conlleve la opacidad de la informacién (135);

(133) Asi lo ponen de manifiesto L. Casapbo Casapo (1999: 321); y J. Jorbano Fraca
(2007: 125).

(134) Con anterioridad a la aprobacién de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de
transparencia, acceso a la informacién piblica y buen gobierno, y la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del procedimiento administrativo comin de las administraciones piblicas, durante
muchos afos, los Informes anuales del Defensor del Pueblo, de forma reiterada, sefialaban
la confusién existente, en la préctica diaria de las administraciones publicas, entre acceso a
la informacién ambiental, derecho de acceso de todos los ciudadanos a los procedimientos
terminados en la fecha de la solicitud (articulo 37 de la entonces vigente Ley 30/1992, de 26
de noviembre) y acceso a los expedientes por parte de los interesados en ellos (arts. 31y 35
de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre). El Defensor del Pueblo venia denunciando
que ain seguia exigiéndose muchas veces la consideracién de interesado al solicitante, aun
cuando «El solicitante de acceso a la informacién ambiental no necesita ostentar la condicién
de interesado en el procedimiento, ni que los documentos pedidos formen parte de un expe-
diente terminado en la fecha de la solicitud, ni que éstos obren en un tipo de soporte material
determinado. El solicitante de acceso a la informacién ambiental que actéa al amparo de
la Ley 27/2006 debe tener acceso a datos o documentos contenidos en un procedimiento,
aunque no ostente la condicién de interesado y aunque dicho procedimiento no esté finali-
zado. Asimismo puede acceder a cualquier tipo de informacién o documentacién que obre
en poder de las administraciones publicas, forme parte o no de un expediente. Todo ello con
las excepciones que fija la ley y que permiten denegar el acceso» (Informe anual a las Cortes
Generales 2003, p. 931). En su Informe anual a las Cortes Generales de 2012, el Defensor
del Pueblo seguia insistiendo en esta cuestidn en los términos siguientes: «Afos después de su
regulacién, las administraciones publicas siguen vinculando el derecho de acceso a la infor-
macién ambiental con la condicién administrativa de «interesado», lo que vulnera su régimen
legal (Ley 27/2006). El derecho de acceso a la informacién en materia de medio ambiente
no depende de la condicién de interesado del solicitante. Las administraciones piblicas deben
dar acceso a la informacién ambiental que obre en su poder con independencia de que: a) el
solicitante sea interesado o no; b) la informacién pedida forme parte o no de un expediente,
y c) el expediente esté o no terminado» (Informe anual a las Cortes Generales 2012, p. 299).

(135) En este senido, J. A. RazQuiN LizarraGA (2018: 48) considera que esta excepcidn
«debe reorientarse a fin de impedir que entrafie opacidad de la informacién, por lo que,
por regla general especialmente para las autoridades en sentido estricto, tendrd primacia el
inferés protegido por la divulgacién, pues no puede servir de prefexto para la ocultacién de
informaciéns.
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a la proteccién de la confidencialidad de los datos de cardcter comercial e
industrial, que deberia ser ponderada de forma estricta y proporcionada,
ciinéndose a los datos imprescindibles y con relacién a la cual deberia exigirse
la adecuada justificacién a quien se oponga a la revelacién (136); y a la pro-
teccién de datos de cardcter personal, que, como ya ha advertido en varias
ocasiones el Defensor del Pueblo (137), ha sido objeto de una interpretacién
extensiva que debiera limitarse en pro del acceso a la informacién ambiental.
Por ello, seria deseable una mejor aplicacién de esta excepcién en el campo
ambiental que garantizase adecuadamente el equilibrio entre el acceso a la
informacién ambiental y la proteccién de datos de cardcter personal. Como
pone de manifiesto RAzQuIN LizarraGA, «El necesario equilibrio del acceso a la
informacién ambiental con la proteccién de datos de cardcter personal exige
una reformulacién de esta excepcién en el campo ambiental en linea con la
férmula mds depurada del art. 15 LTAIBG, asi como una aplicacién muy pon-
derada teniendo en cuenta la especial sensibilidad del medio ambiente» (138).
En cualquier caso, es imprescindible realizar, en la préctica, una aplicacién
restrictiva de las excepciones para garantizar el ejercicio del derecho de acceso
a la informacién poblica e impedir su menoscabo (139). Para ello, es necesaria
una actitud transparente de las administraciones pUblicas. También es clave
el papel de la jurisprudencia contencioso-administrativa en esta materia, muy

(136) En este sentido, J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 48).

(137) El Defensor del Pueblo viene denunciando de forma reiterada el uso masivo de
esta excepcién que estdn haciendo las administraciones publicas, al aplicarla ante cualquier
documento nominativo en que aparezcan datos personales. Asi, sefiala insistentemente que no
basta con que un documento contenga datos personales para que concurra causa de dene-
gacién, sino que éstos «deben afectar a derechos fundamentales de sus titulares para impedir
el acceso a terceros» (Informe anual a las Cortes Generales 2009, p. 361). Es més, en su
Informe de 2012 sefiala que no pueden utilizarse los datos personales protegidos, cuyo fin es
el respeto a la intimidad personal, para denegar sistemdticamente solicitudes de informacién,
ya que «En la mayoria de las ocasiones, el acceso a la informacién ambiental puede darse
sin vulnerar la proteccién de datos personales, simplemente separando o tachando estos, y en
otro gran nimero de casos los datos no constituyen datos personales protegidos» (Informe anual
a las Cortes Generales 2012, p. 298). También J. A. RAzauIN LizaRRAGA (2018: 48) advierte
que la excepcién de la proteccién de datos de cardcter personal «frecuentemente veda el
acceso o permite solo el suministro parcial salvo el inexcusable consentimiento del interesado,
teniendo en cuenta que la exclusién generalizada de la identificacién de personas fisicas
no parece siempre justificada, bien por no afectar a datos especificamente protegidos, bien
porque en muchos casos actian realmente como empresarios (actividades sujetas a licencia)
o bien porque la propia legislacién ambiental pondera exigencias personales de cualificacién
y prevé especificas responsabilidades de tales personas».

(138) J. A. RAzQuIN LizarraGa (2018: 48-49). Sobre el necesario equilibrio entre la
transparencia y la proteccién de datos y el derecho a la privacidad, vid. E. GHicHOT REINA
(2007: 43-74), S. FErRNANDEZ RAMOS (2017a: 248-281); R. MarTiNEzZ MArTiNEZ (2014: 241-280),
J. L PIRaR MaRias (2010: 1023-1044) y (2014: 45-62), J. L. Rooricuez Awarez (2016: 53-85).

(139) En el mismo sentido, J. A. RazQuiN LizarraGa (2018: 49).
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relevante para ir clarificando no sélo el contenido del concepto de informacién
ambiental, sino también el alcance de cada una de las excepciones previstas
en el articulo 13. A esta tarea estdn contribuyendo los pronunciamientos juris-
prudenciales recaidos hasta la fecha. Sin embargo, también seria conveniente
una revisién legal de las excepciones y una mayor concrecién de las mismas
—especialmente, de algunas de ellas—, ya que podria contribuir a introducir
mayor seguridad en este dmbito y a adecuar su aplicacién prdctica al espiritu
de la Ley y a las finalidades perseguidas (140).

En segundo lugar, no pueden obviarse las dificultades de las autoridades
pUblicas, todavia mds acuciantes en el dmbito de la administracién local, para
dar cumplimiento a sus obligaciones de difusién de informacién y para resolver
las solicitudes de informacién ambiental. No puede ocultarse el incumplimiento
de los plazos a la hora de dar respuesta a numerosas solicitudes de acceso a la
informacién ambiental o el juego, en muchos casos, del silencio administrativo,
lo que evidencia las dificultades todavia existentes para una efectiva aplica-
cién del acceso a la informacién ambiental. Las administraciones, en muchos
casos, resuelven de forma incompleta las solicitudes, otorgando acceso sélo a
una parte de su contenido y con considerable retraso sobre el plazo maximo
previsto. O, simplemente, no resuelven y se utiliza el silencio administrativo
como medio de resolucién, lo que merece ser objeto de critica y supone una
contradiccién con el principio de eficacia que debe regir la actividad de las
administraciones pUblicas conforme al articulo 103 de la Constitucién (141).
Sin duda, una mejor organizacién del acceso a la informacién ambiental en
el seno de las autoridades pdblicas y la dotacién de mds recursos materiales y
humanos contribuiria significativamente a un mejor cumplimiento de todas las
obligaciones de las autoridades piblicas en materia de informacién ambiental.

En tercer lugar, uno de los problemas mds importantes es la necesidad de
dotar el derecho de acceso a la informacién de garantias efectivas. La remisién,
para la tutela de este derecho, al sistema general de recursos administrativos
y al recurso contencioso-administrativo no es la solucién idénea y puede con-
vertir en la préctica en ilusorio el ejercicio de este derecho. Por una parte, los
recursos administrativos no cumplen los requisitos de ser efectivos, objetivos y
equitativos que impone el Convenio de Aarhus. Por otra, la lentitud y los costes

(140) También J. A. RazauiN LizarracA (2018: 47-48) aboga por una revisién legal y
aplicativa de las excepciones.

(141) En este sentido, se expresa el Defensor del Pueblo en el Informe anual a las
Cortes Generales 2003, p. 931. En sus informes anuales, el Defensor del Pueblo denuncia que
sigue siendo alarmante el nimero de solicitudes cuya fecha de resolucién supera con creces
el plazo méximo previsto y que, ademds, ha sido dictada tras la intervencién del Defensor
del Pueblo, facilitindose en la mayoria de los casos la informacién pedida toda vez que no
concurre causa legal alguna de denegacién.
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procesales de los procedimientos judiciales contencioso-administrativos tampoco
convierten a ésta en una via idénea (142). Como advierte, ITUREN | OLIVER, «Si lo
fundamental del derecho de acceso es que éste se ejerza de una manera rdpida
para poder servir a los intereses de proteccién de la naturaleza no puede la
garantia de este mismo derecho descansar sobre un mecanismo de impugnacién
tan lento y que no ofrece una respuesta de tutela adecuada a las necesidades
de la defensa del medio ambiente» (143). Estamos, por tanto, ante uno de los
talones de Aquiles (144) de la aplicacién del derecho de acceso a la informa-
cién ambiental que no ha acabado de resolverse satisfactoriamente en la Ley
27/2006. Quizd hubieran debido explorarse nuevas vias, como la creacién
de comisiones independientes que pudiesen revisar las denegaciones de acceso
a la informacién antes de acudir a la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa.
En definitiva, estamos ante un derecho reconocido en términos muy avanzados
y amplios, pero cuya garantia descansa sobre mecanismos de impugnacién
lentos y que no ofrecen una respuesta adecuada a las necesidades planteadas.
Es este un tema que no ha acabado de resolverse satisfactoriamente en la Ley
27/2006, ya que no existen todavia garantias efectivas para el cumplimiento
del derecho. Tampoco ha contribuido a su solucién la Ley 19/2013, ya que,
al resultar de aplicacién al acceso a la informacién ambiental Gnicamente con
cardcter supletorio, ha motivado, como hemos sefialado, que el Consejo de
Transparencia y Buen Gobierno venga negando sistemdticamente la aplicacién
de la reclamacién ante este organismo al &mbito de la informacién ambiental.
En nuestra opinidn, es imprescindible dotar de una proteccién eficaz al acceso
a la informacién ambiental mediante un recurso especial (145). Por ello, debiera
rectificarse esta doctrina y extenderse —si es necesario, mediante una reforma
legal— al acceso a la informacién ambiental la reclamacién ante el Consejo
de Transparencia y Buen Gobierno prevista en la Lley 19/2013, en la linea

(142) Através de un ejemplo concreto puede apreciarse fécilmente el retraso en obtener
la informacién ambiental, si se acude a la Jurisdicciéon Contencioso-Administrativa, aun cuando
el acceso se considere procedente. Asi, ponemos como ejemplo el caso resuelto por la Senten-
cia del Tribunal Supremo de 17 de febrero de 2004 (Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Seccién 5% ponente: Rafael Ferndndez Valverde). La asociacién AEDENAT solicité acceso a las
actas de inspeccién referentes a un supuesto escape radioactivo de una factoria en Cadiz. El
acceso a esta informacién se denegé el 21 de diciembre de 1998. Posteriormente, se presenté
el correspondiente recurso contencioso-administrativo, resuelto por la Audiencia Nacional en
una Sentencia de 29 de febrero de 2000, tras la cual el tema llegé, via recurso de casacién,
al Tribunal Supremo, resolviéndose en la Sentencia de 17 de febrero de 2004, considerando
procedente el acceso a las actas de inspeccién. De este modo, se daba la razén a AEDENAT,
pero seis afios después de su solicitud de informacién

(143) A. Ituren 1 Ouver (2005: 119).

(144) En palabras de |. LasacaBasTeR HerrarRTE, A. GArcia UReTA, |. LazCANO BROTONS
(2004: 284).

(145) En este mismo sentido, J. A. RAzQUIN LizarrAGA (2018: 49).
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de lo propugnado por el Defensor del Pueblo y buena parte de la doctrina,
tal y como han hecho ya algunos organismos autonémicos de transparencia
(por ejemplo, los de Catalufia y Murcia).

En cuarto lugar, mds alld del tema de las garantias, que ya hemos sefio-
lado, también seria conveniente introducir algunas otras mejoras en el derecho
de acceso a la informacién ambiental mediante solicitud, en linea con los avan-
ces que ha introducido la Ley 19/2013 en la regulacién general del acceso a
la informacién piblica. Desde esta perspectiva, RAzauiN LizarraGaA (146) apunta,
entre ofras posibles mejoras que podrian realizarse, la ampliacién del primer
bloque de autoridades ambientales recogido en el articulo 2.4.1 de la Ley
27/2006 para hacerlo coincidir con el dmbito subjetivo mdas amplio del dere-
cho de acceso a la informacién piblica (147); la instauracién de la obligacién

(146) J. A. RazQuIN Lizarraca (2018: 47).

(147) El articulo 2.4.1 de la Ley 27/2006 atribuye la condicién de autoridad piblica,
a los efectos de esta Ley, al Gobierno de la Nacién y los érganos de gobierno de las comu-
nidades auténomas; a la Administracién General del Estado, las administraciones de las
comunidades auténomas, las entidades que integran la administracién local y las entidades
de derecho puiblico que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, a las comunidades
auténomas o a las entidades locales; a los érganos publicos consultivos; y a las corporaciones
de derecho publico y demés personas fisicas o juridicas cuando ejerzan, con arreglo a la
legislacién vigente, funciones publicas, incluidos Notarios y Registradores de la Propiedad,
Mercantiles y de Bienes Muebles. En cambio, el articulo 2.1 de la Ley 19/2013 es mds
amplio, habida cuenta de que incluye la Administracién General del Estado, las Administra-
ciones de las Comunidades Auténomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades
que integran la Administracién Local; las entidades gestoras y los servicios comunes de la
Seguridad Social asi como las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales
colaboradoras de la Seguridad Social; los organismos auténomos, las Agencias Estatales, las
entidades piblicas empresariales y las entidades de Derecho Piblico que, con independencia
funcional o con una especial autonomia reconocida por la Ley, tengan atribuidas funciones
de regulacién o supervisién de cardcter externo sobre un determinado sector o actividad: las
entidades de Derecho Piblico con personalidad juridica propia, vinculadas a cualquiera de
las Administraciones Pdblicas o dependientes de ellas, incluidas las Universidades pdblicas:
las corporaciones de Derecho Piblico, en lo relativo a sus actividades sujetas a Derecho
Administrativo; la Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el
Tribunal Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, asi como el Banco de Espafia,
el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Econémico
y Social y las instituciones autondémicas andlogas, en relacién con sus actividades sujetas a
Derecho Administrativo; las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participacién,
directa o indirecta, de las entidades previstas en este articulo sea superior al 50 por 100;
las fundaciones del sector piblico previstas en la legislacién en materia de fundaciones; las
asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y entidades previstos en este
articulo, con inclusién de los érganos de cooperacién previstos en el articulo 5 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones Piblicas y del
Procedimiento Administrativo Comin, en la medida en que, por su peculiar naturaleza y por
carecer de una estructura administrativa propia, le resulten aplicables las disposiciones de
este titulo de la Ley.
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de que la presentacién —al margen de la consulta telefénica o in situ— vy el
suministro sean por medios telemdticos; la incorporacién de la intervencién de
terceros afectados por las excepciones en la tramitacién de las solicitudes de
informacién ambiental; y el establecimiento de la regla general de gratuidad
del suministro en correspondencia con su entrega en formato electrénico, salvo
que el solicitante pida copias de documentos.

Igualmente, seria necesario mejorar el encaje entre la normativa especifica
de acceso a la informacién ambiental y la general de acceso a la informacién
pUblica, con el objeto de poner fin a algunos de los problemas suscitados a
raiz de las pautas generales de relacién entre ambas normas establecidas por
la disposicién adicional 1° de la Ley 19/2013. Si esta disposicién adicional
Unicamente hubiera recogido la aplicacién prevalente de la normativa especi-
fica para aquellas materias que tengan previsto un régimen juridico especifico
de acceso a la informacién, cuando sea mdas amplia —tal y como ha hecho el
articulo 5.2 de la ley 19/2013 en relacién con las obligaciones de transpa-
rencia contenidas en esta Ley, al entenderlas sin perjuicio de la aplicacién de
la normativa autonémica correspondiente o de otras disposiciones especificas
que prevean un régimen més amplio en materia de publicidad—, se hubieran
evitado muchas de las incertidumbres a que ha conducido, al tiempo que
se habria garantizado la posicién de la Ley 19/2013 como norma de mini-
mos. Como sefiala RAzQUIN LizarraGA, «la relacién entre regulacién especifica
y general no debe ser de exclusién, sino de complementariedad, de suerte
que la cobertura del derecho de acceso a la informacién ambiental sea el
resultado de la suma entre ambos regimenes» (148). Por su parte, FERNANDEZ
Ramos (149), a la vista de los avances registrados en los Gltimos afios en la
legislacién de acceso a la informacién publica en general, plantea la conve-
niencia de reconsiderar la actual dualidad de marcos normativos en el acceso
a la informacién publica, uno general y ofro especifico en materia ambiental.
Y GuicHot ReiNA (150) considera que «no tiene sentido mantener una triple
regulacién legal (ley general de acceso a la informacién piblica, ley sectorial
de acceso a la informacién ambiental y ley de reutilizacién de la informacién
pUblica) con una delimitacién de dmbitos de aplicacién difusa y soluciones
en ocasiones diversas para las mismas cuestiones de fondo. Distincién que no
responde mds que a un motivo puramente histérico y coyuntural». En su opinién,
al ser sumamente artificial deslindar sus respectivos dmbitos de aplicacién,
«procederia una regulacién unitaria que establezca el régimen comin y las
especialidades en materia ambiental —el elenco de informaciones ambientales

(148) J. A. RazauiN Lizarraca (2018: 43).
(149) S. FernANDEZ Ramos (2018: 19-68).
(150) E. GuicHot ReiNA (2016: 161-162).
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sujetas a publicidad activa— y de reutilizacién —bdsicamente, el coste y las
limitaciones al uso—».

En quinto lugar, no puede olvidarse que la aplicacién efectiva de la Ley
27/2006 y, a los efectos que aqui nos interesan, del derecho de acceso a la
informacién ambiental previa solicitud, exige un esfuerzo considerable por parte
de las autoridades publicas: de formacién tendente a sensibilizar al personal a
su servicio respecto de los derechos y las obligaciones previstos en esta Ley, asi
como a las propias autoridades piblicas responsables de facilitar informacién
(mdxime teniendo en cuenta la extensién del concepto de autoridad piblica que
realiza la Ley) (151); de desarrollo e implantacién de las nuevas tecnologias
de la informacién y de la comunicacién; de adopcién de medidas apropia-
das, aplicando los recursos organizativos, humanos, financieros y técnicos
necesarios para cumplir con los plazos méximos de suministro de informacién
y garantizar que la informacién se haga efectivamente disponible (152); de
articulacién de su obligacién de asistencia efectiva al solicitante (por ejemplo,
elaborando guias o directrices précticas que expliquen cémo se debe redactar
una solicitud y su remisién por medios electrénicos, documentos que expliciten
los derechos del solicitante); de informacién al pdblico sobre los derechos que
se derivan de la ley 27/2006... Asimismo, es imprescindible que el pago
que exijan las autoridades piblicas sea razonable para evitar que el cobro
de precios exorbitados impida el ejercicio efectivo del derecho de acceso a
la informacién ambiental (153). Tampoco pueden obviarse las dificultades ins-
trumentales para el ejercicio de la libertad de acceso a la informacién sobre
medio ambiente, por la propia complejidad de la informacién ambiental (154).

Resulta un tanto sorprendente que después de més de veintitrés afios de
legislaciéon especifica sobre acceso a la informacién ambiental en Espafia

(151) Vid. en este sentido la Disposicién adicional undécima de la Ley 27/2006,
que prevé la puesta en marcha de una Plan de formacién en el marco de la Administracién
General del Estado.

(152) La organizacién del acceso a la informacién ambiental es fundamental para
que el acceso pueda ser real y efectivo. En este sentido, J. A. RAZQUIN LizarraGA (2018: 45)
advierte que «La amplitud de la informacién ambiental exige una adecuada organizacién que
permita la sencilla y dgil accesibilidad a ella por el piblico, pudiendo avanzarse mediante
el establecimiento de un servicio integral de informacién ambiental, que abarque las dos
facetas —activa y pasiva— y esté dotado de los recursos materiales y humanos necesarios».

(153) En el Informe anual a las Cortes Generales 2011, el Defensor del Pueblo denuncia
que algunos érganos administrativos exigen sumas desorbitadas e ilégicas en concepto de
tasas por el acceso a la informacién ambiental. Pone como ejemplo un caso en que la Admi-
nistracién (Demarcacién de Costas de Cantabria), aunque habia suministrado la informacién
en soporte CD y asi fue solicitada, habia calculado 1.78 euros por hoja con independencia
del formato en que la habia entregado. Como el proyecto constaba de 1.400 hojas, el importe
era totalmente desorbitado.

(154) Sobre ello, vid. A. Macariios Comparep (2000: 23-34).
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(primero la Ley 38/1995, después la Ley 27/2006) esta legislacién ain sea
desconocida por muchas administraciones pdblicas encargadas de aplicarla,
especialmente en el dmbito local.

Es del todo necesario que se garantice el cumplimiento de las obliga-
ciones que para las autoridades poblicas se derivan del articulo 5 de la Ley
27/2006, en particular, la adopcién de las medidas que se imponen para
hacer efectivo el ejercicio del derecho de acceso a la informacién ambiental
(entre ellas, al menos alguna de las siguientes: designacién de unidades res-
ponsables de informacién ambiental; creacién y mantenimiento de medios de
consulta de la informacién solicitada; o creacién de registros o listas de la
informacién ambiental que obre en poder de las autoridades piblicas o puntos
de informacién, con indicaciones claras sobre dénde puede encontrarse dicha
informacién). Asimismo, es fundamental dar cumplimiento a las obligaciones
especificas en materia de difusién de informacién ambiental. El cumplimiento
efectivo por parte de las autoridades piblicas de estas obligaciones evitaria,
sin duda, un buen nimero de solicitudes de informacién ambiental, ya que la
informacién ya estaria disponible y actualizada. De ahi que sea tan impor-
tante dar cumplimiento efectivo a este cometido y avanzar en la difusién de
la informacién por las autoridades publicas (155).

Las autoridades pUblicas deben enfrentarse, ademds, y superar la opaci-
dad con que se ha recubierto tradicionalmente a las actuaciones administrati-
vas, lo cual va a exigir un cambio importante de mentalidad en su actuacién
y una apuesta por la transparencia. Y ello es especialmente importante en el
campo de la proteccién del medio ambiente, en el que, por los intereses que
estdn en juego, deben superarse las reticencias al acceso a la informacién
ambiental, visto muchas veces como una via de control de su actividad no
siempre comprendida y menos deseada por la administracién (156). El acceso
a la informacién debe dar lugar a una nueva funcién de las administraciones
pUblicas: la de formacién y de informacién, que, como sefala BETANCOR RODRK-
GUEZ, «es una funcién esencial de las Administraciones publicas, en general,
y, en particular, en el caso de la proteccién ambiental, porque facilitar la

(155) En este dmbito, tal y como pone de relieve J. A. RAzQuiN Lizarraca (2018: 46),
puede avanzarse en varias direcciones: facilitando un contenido informativo amplio sobre todas
las actividades o productos con relevancia ambiental; creado un portal general de informacién
ambiental que incluya el contenido informativo especifico exigido por la Ley 27/2006 y que
también integre toda la informacién, de forma directa o mediante enlaces a las bases de
datos correspondientes; asegurando la interoperabilidad de los distintos medios o puntos de
divulgacién y una adecuada agregacién de datos; extendiendo a los datos con relevancia
ambiental el contenido de la informacién; y garantizando la comunicacién y accesibilidad
plena y normalizada por medios electrénicos y avanzando en el uso de los datos abiertos en
aras de la proteccién del medio ambiente.

(156) Vid. A. Betancor Rooricuez (2001: 1174).
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constitucién de uno de los elementos bdsicos de cualquier politica ambiental:
la responsabilidad personal, ademéds de ayudar a la labor de las Adminis-
traciones en un plano siempre tan complicado como el de la ejecucién de
sus decisiones» (157). Debe cambiar, pues, la actitud de las administraciones
piblicas, muchas veces reacias a otorgar la informacién a los solicitantes, no
existiendo causa legal que ampare tal desestimacién. El Defensor del Pueblo
lo pone de manifiesto de forma reiterada, en sus Informes anuales. A tenor
de lo expuesto, es imprescindible un cambio de paradigma en nuestras admi-
nistraciones publicas y una apuesta por la transparencia en su actuacién, con
el fin de que el derecho de acceso a la informacién ambiental se ejerza de
forma real y efectiva.

En sexto lugar, también queremos llamar la atencién sobre el impacto
que estd teniendo para el derecho de acceso a la informacién ambiental la
proliferacién en materia ambiental de las técnicas de la comunicacién y la
declaracién responsable. La transformacién en las técnicas de intervencién
administrativa ambiental (sustitucién de autorizaciones por comunicaciones y
declaraciones responsables) que se ha producido en Espafia los Gltimos afos
—como consecuencia de los procesos de liberalizacién y simplificacién admi-
nistrativa derivados de la incorporacién de la Directiva 2006/123/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006, relativa a
los servicios en el mercado interior (158), de las medidas de reactivacién de
la economia adoptadas para hacer frente a la crisis econémica (159), y de la
aprobacién de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantia de la unidad
de mercado—, puede incidir negativamente en el acceso a la informacién
ambiental. Si hasta ahora la intervencién gravitaba sobre el control a priori
de las actividades, como consecuencia de la desregulacién y la reduccién de
la intervencidén administrativa producidas —menor que en otros dmbitos por
cuanto adn se mantienen regimenes de autorizacién previa—, ahora estamos
en un escenario donde buena parte de la intervencién administrativa —espe-
cialmente sobre las actividades de menor incidencia ambiental— se canaliza
no a través de controles ambientales preventivos —las clésicas autorizaciones
administrativas—, sino a través de comunicaciones previas y declaraciones
responsables, en las que el peso de la intervencién de la Administracién estd
en un momento posterior, una vez la actividad ya ha empezado a funcio-
nar. Ambos instrumentos permiten, con cardcter general, el reconocimiento
o ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, desde el dia de

(157) A. Berancor Ropricuez (2001: 1174-1175).

(158) Sobre el impacto de la Directiva de servicios en el dmbito de la proteccién del
medio ambiente en Espafia, vid. |. Galleco Corcoles (2013: 145-196); G. Garcia-AvAREZ GARCIA
(2012: 339-372); y J. J. Pernas Garcia (2012: 271-323).

(159) Vid. J. J. Pernas Garcia (2013: 351-398).

Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 2341-2135, nom. 53, Zaragoza, 2019, pp. 90-157 149



LUCIA CASADO CASADO

su presentacién, sin perjuicio de las facultades de comprobacién, control e
inspeccién que tengan atribuidas las administraciones Pdblicas. En los casos
de actividades sujetas a declaracién responsable, el ciudadano es eximido de
aportar determinados datos o documentos ante la administracién, de manera
que esa documentacién se mantiene en poder de la persona, aunque pueda
ser requerida por la administracién en caso necesario. Desde esta perspectiva,
la sustitucién de autorizaciones administrativas por declaraciones responsables
puede suponer una restriccién del derecho de acceso a la informacién ambien-
tal, ya que no estariamos hablando estrictamente de informacién en poder de
las autoridades publicas (160). En estas coordenadas, resulta esencial prestar
especial atencién, como pone de manifiesto RAZQUIN LizARRAGA, «a la recogida
y actualizacién de la informacién en cuanto instrumento de verificacién de la
actuacién puiblica y en particular del adecuado desarrollo de las funciones
de supervisién e inspeccién, con especial consideracién de la liberalizacién
de actividades mediante las técnicas de la comunicacién y de la declaracién
responsable que dificultan la transparencia» (161).

Por Gltimo, no queremos finalizar este balance de casi veinticuatro afios
de normativa de acceso a la informacién ambiental en Espafia sin hacer una
breve referencia a una corriente que, desde algunos sectores doctrinales, se
va abriendo en pro de la configuracién del acceso a la informacién ambiental
como un derecho fundamental, al considerar que existen elementos que permiten
avanzar en la consideracién del acceso a la informacién ambiental como un
derecho humano o fundamental (162). Esta caracterizacién vendria cubierta,
en opinién de RAZQUIN LizaRRAGA, «por la consideracién del derecho de acceso
a la informacién piblica como derecho fundamental, con base en la doctrina
del TEDH y en la inclusién del derecho de acceso a los documentos en la Carta
de Derechos Fundamentales de la Unién Europea (art. 42)» (163).

(160) En este sentido, A. NoGuera Lorez (2012: 105).

(161) J. A. Razauin Lizarraca (2018: 46).

(162) En esta linea, J. A. RAzZQuIN LizaRRAGA (2018: 43-45).

(163) J. A. RAZQUIN LizARRAGA (2018: 44-45). También S. FernANDEZ Ramos (2017b: 200)
ha defendido el cardcter de derecho fundamental del derecho de acceso y considera que
«debe reafirmarse la naturaleza del derecho de acceso a la informacién piblica como derecho
informativo con sustantividad propia, que se incardina directamente en el art. 20.1.d) CE,
entendido no ya como derecho a recibir (de forma pasiva) informacién ya elaborada (como
producto informativo), sino entendido como un derecho de libertad (no prestacional o pasivo):
la libertad de informarse, de acceder a las fuentes de informacién publica, pilar fundamental
para garantizar el pluralismo informativo en un Estado democrdtico de Derecho. Y, hoy en
dia, esta posicién estd avalada por la reciente doctrina del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos de Estrasburgo sobre el contenido de la libertad de informacién en el articulo 10
del Convenio Europeo de Derechos Humanos, el cual es pardmetro principal de interpretacion
de la Constitucién, conforme al articulo 10.2 CE».
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En definitiva, a la vista de lo expuesto, la configuracién del derecho de
acceso a la informacién ambiental en la Ley 27/2006 mejora sustancialmente
la regulacién de este derecho, solventando los principales problemas de ade-
cuacién con el Derecho de la Unién Europea que se habian suscitado bajo la
vigencia de la Ley 38/1995. Es una regulacién completa y avanzada. Falta
ahora que esta regulacién que existe sobre el papel se traduzca también en
una aplicacién efectiva de este derecho por parte de las autoridades pdblicas y
queden atrés algunos de los problemas sefialados. Para ello, deberd romperse
con una tradicién de opacidad en las administraciones publicas espafolas y
dotar al ejercicio de este derecho de los medios organizativos adecuados,
asi como de garantias efectivas. La aplicacién correcta de la Ley 27/2006
supone, adn, un reto para las autoridades publicas.

En suma, como sefiala RAZQUIN LizaRRAGA, «si la informacién es poder y el
poder procede del pueblo, que ostenta el derecho-deber a un medio ambiente
adecuado, es necesario apoderar a todas las personas con el mdas amplio
acceso a la informacién ambiental. Debe proseguir el avance en la plena y
renovada implantacién efectiva del primer pilar del Convenio de Aarhus para
favorecer una democracia informada, participativa y responsable que garantice
la proteccién del medio ambiente y contribuya al desarrollo sosteniblex (164).
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